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CAPÍTULO I 
ANTECEDENTES Y EVOLUCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO (EVOLUCIÓN) 

 
 

1.1 GENERALIDADES: 

Se denomina ministerio público al conjunto de funcionarios a quienes se 

halla confiada, como misión esencial, la defensa de intereses vinculados al 

orden público y social; a las personas mencionadas les incumbe el 

cumplimiento de la llamada  función requirente, la cual se manifiesta a través 

de la interposición de cierta clase de pretensiones y del control que deben 

ejercer con respecto a la observancia de determinadas normas que interesan al 

orden público. 

La representación y la defensa de intereses público-sociales que se 

implican o que pueden estar implicados en el proceso no estarían suficiente o 

completamente satisfechos si se los dejara librados a la actividad ciudadana 

particular, mediante el ejercicio de la llamada acción popular, o se los 

atribuyera exclusivamente al órgano del poder jurisdiccional del Estado. Entre 

ambos extremos, aparece un organismo del Estado encargado de una 

compleja serie de funciones, que no solamente representa los intereses 

patrimoniales del Estado, y los intereses individuales de determinada categoría 

de personas, sino que, en otros casos, se le reconoce la titularidad de la 

pretensión de tutela penal como derivado del jus puniendo del Estado, y en 

todos los casos, se lo erige en defensor del sistema de legalidad dentro del 

estado de derecho: el ministerio público. 

En el devenir de la historia en relación con el tema que nos ocupa, los 

investigadores que se han encargado de dilucidar los orígenes, los 

antecedentes y la evolución de la figura del ministerio público, coinciden en que  

esta Institución tuvo sus orígenes en la organización jurídica de Grecia y Roma, 

pero otros le otorgan al derecho francés la paternidad de la institución.  

El antecedente más remoto del Ministerio Público quizá lo encontremos 

en Grecia en la figura del arconte, magistrado que intervenía en los juicios en 
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representación del ofendido y sus familiares por la incapacidad o la negligencia 

de éstos; se ha insistido, sin embargo, que entre los atenienses la persecución 

de los delitos era una facultad otorgada a la víctima y a sus familiares. 

En Roma los funcionarios denominados "judices questiones" tenían una 

actividad semejante a la del Ministerio Público por cuanto estaban facultados 

para comprobar los hechos delictivos, pero sus atribuciones características 

eran puramente jurisdiccionales.  

El Procurador del César, del que habla el Digesto en el libro primero, 

título diecinueve, ha sido considerado también como un antecedente de la 

institución debido a que, en representación del César, tenía facultades para 

intervenir en las causas fiscales y cuidar el orden en las provincias del Imperio.  

En razón de que en la Baja Edad Media la acusación por parte del 

ofendido o por sus familiares decayó en forma notable, surgió un procedimiento 

de oficio o por pesquisa que dio origen a lo que podríamos llamar Ministerio 

Público, aunque con funciones limitadas, siendo la principal de ellas perseguir 

los delitos y hacer efectivas las multas y las confiscaciones decretadas como 

consecuencia de una pena. Más tarde, a mediados del siglo XIV el Ministerio 

Público interviene en forma abierta en los juicios del orden penal, pero sus 

funciones se precisan de modo más claro durante la época napoleónica en la 

que, inclusive, se estableció su dependencia del poder ejecutivo por 

considerársele como representante del interés social en la persecución de los 

delitos. 

Se ha hablado del origen del Ministerio Público en los procuradores de 

los emperadores romanos, nombrados para la defensa del fisco, o en los 

defensores de los ciudadanos en las antiguas ciudades; así en Roma es como 

surge la Institución hoy también conocida como el Ministerio Público (MP). En 

Roma antes de que fuera conocida la Institución, la persecución de los delitos 

era una facultad solamente asignada a la víctima y sus familiares. 

La primera manifestación que presenta semejanza con lo que siglos más 

tarde sería el Ministerio Público fue la de Saión, funcionario encargado 
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especialmente de velar por los dominios reales de la monarquía francesa y que 

Carlo Magno convirtió en mantenedor de la ley; ya de Francia se extendió a 

Alemania y pasó sucesivamente a casi todos los países del mundo como 

representante de los grandes valores morales, sociales y materiales del estado. 

Se habla de que en el Derecho Ático, un ciudadano sostenía la 

acusación cuya inquisición era llevada ante los Eliastas; el origen del Ministerio 

Público para algunos es romano, para otros lo es en la legislación canónica del 

medioevo, por la eficacia del proceso inquisitorio en los tribunales eclesiásticos 

de los siglos XIII y XIV. 

Para el autor Juventino V. Castro la institución nació en Francia, con 

“Los Procureurs du rui” de la monarquía francesa del siglo XIV; por lo que a la 

institución en España, las leyes de recopilación expedidas por Felipe II en 

1576, reglamenten las funciones de los procuradores fiscales que acusaban 

cuando no lo hacía un acusador privado. 

Sin embargo creemos que la ambigüedad del termino del Ministerio 

Público nos propone la idea de que aún precisados por la historia algunos de 

sus orígenes, es una institución no definida  en cuanto a su cronología se 

refiere, como en México que los fiscales asumían el carácter de promotores de 

justicia y como tales realizaban una función impersonal, desinteresada y 

pública, obrando a nombre de la sociedad, pero no se presentaban con los 

caracteres precisos de la institución, porque no había una unidad de armonía e 

inspección, por lo que existían grandes lagunas en cuanto a las atribuciones de 

los agentes. 

Nacido México a la vida independiente, siguió rigiendo con relación al 

Ministerio Público lo que establecía el decreto del 9 de octubre de 1812 (Que 

en la Audiencia de México hubieran 2 fiscales) ya con la Constitución de 1824 

estableció el Ministerio Público en la Suprema Corte (artículo 124) equiparando 

su dignidad a la de los Ministros y dándoles el carácter de inamovibles. 
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La primera organización sistematizada del ministerio fiscal en México 

independiente se introduce en la Ley Lares en el régimen de Antonio López de 

Santa Anna. 

En la Constitución de 1847 aparece por primera vez en el derecho 

mexicano la designación del Procurador General. 

En 1869 Juárez expidió la Ley de Jurados criminales para el Distrito 

Federal en donde se previene que existirán 3 promotores o procuradores 

fiscales, a pesar de la nueva nomenclatura: La  de Ministerio Público y además 

se siguió la tendencia española en cuanto que los funcionarios no integraban 

un organismo, sino que eran independientes entre sí. 

El presidente Díaz dio las características del Ministerio Público en 

México: definir el carácter especial, prescindiendo del concepto como órgano 

auxiliar de la administración de la justicia y como representante de la sociedad, 

además de que recoge las huellas del delito para determinar a sus autores. 

El Ministerio Público desde la independencia hasta la fecha es el que se 

encarga de averiguar los delitos mediante las pruebas, razón por la que se 

considera con derecho para acusar al detenido. 

El Ministerio Público, cuya actuación había sido indefinida y débil, a 

partir de la Constitución vigente adquiere importancia mayúscula, de simple 

figura decorativa pasa a ser elemento básico en la administración de justicia 

penal y de los demás intereses que le encomiendan las leyes. 

El Ministerio Público está integrado básicamente con un Agente del 

Ministerio Público, dos oficiales secretarios, un archivista y un Fiscal o 

Coordinador pudiendo variar el número de ellos conforme a las cargas de 

trabajo existentes y en todo caso deberá estar a cargo de la Agencia un Agente 

o un Secretario. Dentro de la Agencia investigadora, en cierta manera integrada 

a ella pero no realizando funciones de investigación de los delitos, se 

encuentran elementos de Servicios Sociales que laboran en tareas de 

orientación y atención al público que acude a las Agencias del Ministerio 

Público. 
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 Los principios que caracterizan al Ministerio Público son:     

Ø Jerarquía 

Ø Independencia 

Ø Irrecusabilidad 

Ø Indivisibilidad 

Básicamente los libros que se llevan en la Agencia Investigadora son: 

I      Libro de Gobierno 

II     Libro de Entrega de Guardia 

III    Libro de pendientes 

IV    Libro de control de vehículos 

V     Libro de Policía Investigadora 

VI    Libro de Control de Personal 

VII   Libro de Consignaciones 

VIII  Libro de Improcedentes 

IX    Libro del Servicio Médico 

Siendo lo descrito anteriormente lo fundamental, pudiendo variar según 

las particularidades de cada Agencia del Ministerio Público. 

 Las Atribuciones del Ministerio Público Federal son: 

Ø Vigilar la observancia de los principios de constitucionalidad y 

legalidad en el ámbito de su competencia, sin perjuicio de las atribuciones 

que legalmente correspondan a otras autoridades jurisdiccionales o 

administrativas. 

Created by eDocPrinter PDF Pro!! 

Buy Now to Create PDF without Trial Watermark!!

Neevia docConverter 5.1

http://www.iteksoft.com/pdf-creator/
http://pdf.iteksoft.com/pdf-writer/


 6 

Ø Promover la pronta, expedita y debida procuración e impartición de 

justicia y también intervenir en los actos que sobre esta materia prevenga la 

legislación acerca de planeación del desarrollo. 

Ø Representar a la Federación en todos los negocios que ésta sea 

parte, e intervenir en las controversias que se susciten entre dos o más 

estados de la unión, entre un estado y la federación o entre los poderes de 

un mismo estado y en los casos de los diplomáticos y los cónsules 

generales. 

Ø Prestar consejo jurídico al Gobierno Federal. 

Ø Perseguir los delitos del orden federal 

Ø Representar al Gobierno Federal, previo acuerdo con el Presidente 

de la República en actos en que deba intervenir la Federación ante los 

estados de la República, cuando se trate de asuntos relacionados con la 

Procuración e impartición de justicia. 

Ø Dar cumplimiento a las leyes, tratados y acuerdos de alcance 

internacional en que se prevea la intervención del Gobierno Federal, en 

asuntos concernientes a las atribuciones de la Institución y con la 

intervención que en su caso, corresponda a otras dependencias. 

Las principales características del Ministerio Público son:  

I. Constituye un cuerpo orgánico: La Institución del Ministerio Público 

constituye una entidad colectiva, carácter que principia a apuntarse en un 

Código de Procedimientos Penales de 1880 y se señala con precisión en la Ley 

Orgánica del Ministerio Público de 1903. 

II. Actúa bajo una dirección: A partir de la Ley Orgánica en 1903, el 

Ministerio Público actúa bajo la dirección de un Procurador de Justicia. 

III. Depende del Ejecutivo: El Ministerio Público depende del poder 

ejecutivo, siendo el Presidente de la República el encargado de hacer el 

nombramiento de Procurador General de Justicia. 

IV. Representa a la sociedad: A partir de la Ley Orgánica de 1903 el 

Ministerio Público se estima como representante de los intereses sociales y es 
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el encargado de defenderlos ante los Tribunales. Así pues, actúa 

independientemente de la parte ofendida. 

El Ministerio Público aunque tiene pluralidad de miembros, posee 

indivisibilidad en sus funciones, en cuanto que todas ellas emanan de una sola 

parte: La sociedad. Uno de sus miembros puede sustituirse en cualquier 

momento por otro, sin que tal hecho exija cumplimiento de formalidades. 

Es parte de los procesos: Desde 1903 el Ministerio Público dejó de ser 

un simple auxiliar de la administración de la justicia para convertirse en parte. 

Tiene a sus órdenes a la Policía Investigadora Ministerial: a partir de la 

Constitución de 1917 deja de ser miembro de la Policía Judicial y desde ese 

momento es la Institución a cuyas órdenes se encuentra la propia Policía 

Investigadora. 

Tiene el monopolio de la acción procesal penal: Correspondiendo 

exclusivamente al Ministerio Público la persecución de los delitos es lógico que 

dicha Institución tenga el monopolio de la acción procesal penal, por lo que la 

intervención del MP es imprescindible para la existencia de los procesos. 

Es una Institución Federal: por estar prevista la Institución del MP en la 

Constitución de 1917 están obligados todos los estados de la Federación a 

establecer dicha Institución. 

 Es la institución unitaria y jerárquica dependiente del organismo 

ejecutivo, que posee como funciones esenciales las de persecución de los 

delitos y el ejercicio de la acción penal; intervención en otros procedimientos 

judiciales para la defensa de intereses sociales, de ausentes, menores e 

incapacitados, y finalmente, como consultor y asesor de los jueces y tribunales. 

 

 La legislación española que se aplicó durante la época colonial 

denominó a los integrantes de esta institución “promotores o procuradores 

fiscales” con tres atribuciones principales: 

a) Defensores de los intereses tributarios de la Corona, actividad de la cual 

tomaron su nombre; 
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b) Perseguidores de los delitos y acusadores en el proceso penal, y  

c) Asesores de los tribunales, en especial de las audiencias, con el objeto de 

 vigilar la buena marcha de la administración de justicia. 

 

Esta orientación predominó en los primeros ordenamientos 

constitucionales de nuestro país, pues basta señalar que el Decreto 

Constitucional para la Libertad de la América Mexicana, expedido en 

Apatzingán en 1814; la Constitución de 1824, las Siete Leyes de 1836, y las 

Bases Orgánicas de 1843, situaron a los citados procuradores o promotores 

fiscales como integrantes de los organismos judiciales, con las actividades 

tradicionales mencionadas con anterioridad, pero sin establecer un verdadero 

organismo unitario y jerárquico. 

 

 La institución empieza a perfilarse con caracteres propios en la 

Constitución de 1857, en cuyo artículo 91, que no fue objeto de debates en el 

Constituyente, se dispuso que la Suprema Corte de Justicia de la nación 

estaría integrada por once ministros propietarios, cuatro suplentes, un fiscal y 

un procurador general; todos electos en forma directa en primer grado para un 

período de seis años (artículo 92) y no requerían de título profesional sino 

exclusivamente: “estar instruidos en la ciencia del derecho, a juicio de los 

electores” (artículo 93). 

 

 Sin embargo, esta tradición hispánica sufrió una modificación sustancial, 

al menos en su aspecto orgánico, con motivo de la reforma de 1900 a los 

artículos 91 y 96 de la citada Constitución de 5 de febrero de 1857, la que 

suprimió de la integración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al 

procurador general y al fiscal y por el contrario estableció que: “los funcionarios 

del Ministerio Público y el procurador general que ha de presidirlo, serán 

nombrados por el Ejecutivo”, con lo cual se introdujo la influencia francesa 

sobre la institución. 

 

 Otros dos aspectos que conviene mencionar brevemente son los 

relativos a la intervención del Ministerio Público tanto en el proceso civil como 

en el juicio de amparo, en los cuales la situación del llamado “representante 
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social” es todavía indefinida. Por lo que se refiere al enjuiciamiento civil 

(comprendiendo el mercantil y más recientemente el de las controversias 

familiares), el Ministerio Público puede intervenir como parte principal cuando lo 

hace en defensa de los intereses patrimoniales del Estado, ya sea como actor 

o como demandado, e inclusive el Artículo 102 de la Constitución General de la 

República establece la intervención personal del procurador general de la 

República en las controversias que se suscitaren entre dos o más Estados de 

la Unión, entre un Estado y la Federación o entre los Poderes de un mismo 

Estado, es decir, en los supuestos previstos por el diverso Artículo 105 de la 

Constitución vigente, que se han planteado excepcionalmente. 

 

 En otra dirección, el Ministerio Público interviene en los procesos civiles 

en representación de ausentes, menores o incapacitados; en la quiebra y 

suspensión de pagos, así como en los asuntos de familia y del estado civil de 

las personas, y lo hace, ya sea como parte accesoria o subsidiaria o como 

simple asesor de los tribunales, a través de una opinión cuando existe interés 

público en el asunto correspondiente. Sin embargo, los códigos de 

procedimientos civiles respectivos, y nos referimos de manera especial al 

Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal de 1932, que es al 

que siguen un buen número de código de las entidades federativas, así como 

al Código Federal de Procedimientos Civiles de 1942, al regular la situación del 

Ministerio Público en el proceso civil mexicano, determinan de manera 

deficiente esta intervención procesal del “representante social”, y en la práctica 

su actividad es todavía más restringida en cuanto generalmente adoptan una 

actividad pasiva y hasta indiferente, y por lo que se refiere a sus atribuciones 

consultivas, significan, salvo excepciones, un trámite al cual los juzgadores le 

conceden escasa importancia por su superficialidad y, además, debido a que 

carecen de carácter vinculante. 

 

 Por lo que se refiere al juicio de amparo, las intervenciones del Ministerio 

Público tienen carácter peculiar, pues prescindiendo de la forma en que las 

regularon los ordenamientos anteriores, la Ley de Amparo vigente de 1935 le 

otorga expresamente la calidad de parte en su Artículo 5, fracción IV, pero 

reducida a la elaboración de un dictamen calificado de “pedimento”, cuya 
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importancia se redujo aún más en la reforma de 1951 a dicho precepto, puesto 

que se le facultó para abstenerse de intervenir en el caso de que a su juicio, no 

exista interés público. Tratándose de un órgano asesor del juez del amparo, 

tanto la doctrina como la jurisprudencia lo han calificado de “parte reguladora” o 

“parte equilibradora”, que no es tomada realmente en serio por el juzgador, 

pues los dictámenes respectivos, salvo excepciones, son de tal manera 

superficiales debido al número tan elevado de asuntos en los cuales debe 

opinar el Ministerio Público, que se les considera como un mero trámite que no 

influye en la decisión del tribunal respectivo. 

 

 En la reforma de mayo de 1976 al citado Artículo 5, fracción IV, de la Ley 

de Amparo, se pretendió rescatar la dignidad del Ministerio Público federal 

como parte del juicio de amparo, y se le confirió la facultad de interponer los 

recursos establecidos en la misma Ley de Amparo; pero este intento carece de 

resultados prácticos, en virtud de que la intervención puramente formal de la 

institución no le permite su participación real como parte en sentido estricto, 

pues equivale a la figura del propio Ministerio Público obligado a interponer la 

“casación en interés de la ley” regulada por otros ordenamientos y que no ha 

funcionado en los países en los cuales se ha establecido. Pero en cambio ha 

pasado desapercibida tanto para la doctrina como para la jurisprudencia la 

intervención del Ministerio Público como una verdadera parte en el juicio de 

amparo y ello ocurre de acuerdo con el Artículo 180 de la Ley de Amparo, que 

le otorga el carácter de “tercero perjudicado” en el amparo de una sola 

instancia que solicita el acusado contra la sentencia condenatoria pronunciada 

por el juez ordinario (en el supuesto de un sobreseimiento o de una sentencia 

absolutoria, el propio Ministerio Público no está facultado para interponer el 

amparo), y en esa hipótesis se entiende que se trata del agente del Ministerio 

Público (federal o local) que ha llevado la acusación en el proceso en el cual se 

pronunció el fallo que se reclama. 

 

 A través de una breve referencia a la atribución que el Artículo 102 de la 

Constitución Federal otorga al Procurador General de la República (y que las 

leyes orgánicas del Ministerio Público o de las procuradurías del Distrito 

Federal y de las restantes entidades federativas confieren a sus respectivos 
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procuradores), como asesor jurídico del gobierno federal, podemos señalar que 

existe una controversia que se planteó primeramente en el Congreso Jurídico 

Mexicano de 1932 entre los distinguidos juristas mexicanos Luis Cabrera y 

Emilio Portes Gil, este último como procurador general de la  República en esa 

época sobre la conservación de la estructura actual, o bien como lo proponía el 

primero, que se dejara a la Procuraduría su función de asesoría jurídica y se 

estableciera un organismo específico para el Ministerio Público federal, 

autónomo del ejecutivo federal. 

  

1.2 ÉPOCA COLONIAL. 

Es conveniente precisar que para comprender la formación del Ministerio 

Público en México, es menester analizar dos etapas: la época colonial y el 

México independiente. 

En la época de la Colonia se destaca por su importancia la "Legislación 

de Indias". El rey Felipe II en el año de 1527, ordena que se establecieran en 

las audiencias de México ante los órganos judiciales que existieran como en 

España dos Procuradores o Promotores fiscales, uno para asuntos civiles y 

otro para asuntos penales. 

Sus funciones principales eran las de velar por los derechos, intereses y 

el tesoro público, así como representar a los intereses sociales frente a los 

tribunales, para que no quedaran impunes los delitos, es decir, defender los 

intereses de los incapaces. La etapa de persecución de los delitos estaba a 

cargo del virrey, de los gobernadores, capitanes generales y los corregidores.  

El virrey de la nueva España era el presidente de la Audiencia en 

México, pues era el representante del monarca, estaban depositados en  los 

poderes del estado: el virrey no siendo letrado tenía prohibido intervenir en la 

justicia y no tenía facultad para dar opinión en algunos asuntos. Aunque fuera 

letrado no tenía permitido intervenir en el caso de desahogo de recursos de 

fuerza en el distrito. Sin embargo el virrey como presidente debía de firmar 

todas las sentencias. 
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Los fiscales eran miembros de la Audiencia y Cancillería de México, 

teniendo el fiscal de lo civil como antecedente el Derecho romano, donde tanto 

el patrimonio del emperador como el patrimonio del estado tenían 

representantes e instrumentos procesales propios, mientras que el fiscal del 

crimen, que actuaba como acusador no lo hacía en nombre de la sociedad si 

no en representación del monarca, quien tenía la obligación de defender a sus 

súbditos. 

En un principio los fiscales de lo civil tenían como atribuciones promover 

y defender los intereses del fisco, mientras los fiscales del crimen debían vigilar 

la observancia de las leyes que se referían a sus delitos y penas en su carácter 

de acusadores públicos. Dentro de las prohibiciones de los fiscales se 

encontraban el ejercicio de la abogacía y el no tener trato directo en las salas o 

en las audiencias que pudieran comprometer su honorabilidad y tampoco 

podían intervenir en juicios eclesiásticos; los fiscales eran auxiliados en sus 

funciones por los solicitadores o agentes fiscales, cargo que correspondería en 

la actualidad a los Agentes del Ministerio Público. El fiscal denominado 

promotor o procurador fiscal de la época Colonial fue herencia española y sus 

funciones radicaban en defender los intereses tributarios de la corona, 

perseguir los delitos, ser acusadores en el proceso penal y asesor de los 

órganos judiciales. 

1.3 MÉXICO INDEPENDIENTE. 

Los antecedentes en México Independiente del Ministerio Público se 

remontan a la época en que nuestro país fue libre, y con 

la Constitución del 22 de octubre de 1814 se inicia una nueva era de cambios 

para el país.  

En la Constitución de Apatzingán de la fecha mencionada, denominada 

"Decreto Constitucional para la libertad de la América Mexicana", existía un 

capítulo (No.16) referente al Supremo Tribunal de Justicia, reconociendo al 

igual que el derecho español la existencia de fiscales: uno para asuntos civiles 

y otro para asuntos criminales, dicho cargo tenía una duración de cuatro años 
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(artículo 184). Los miembros del Supremo Tribunal debían recibir como el título 

de alteza y los fiscales secretarios el de señoría. 

Los fiscales no podían ser reelectos y no podían pasar la noche fuera del 

lugar de residencia a menos que el congreso les concediera autorización. Por 

decreto del 22 de febrero de 1822, el Supremo Tribunal estaba constituido por 

los magistrados propietarios y un fiscal. 

En el artículo 124 de la Constitución de 1824 determinaba que la 

Suprema Corte de Justicia se constituiría de once ministros en tres salas y un 

fiscal, pudiendo el Congreso General aumentar o disminuir el número de sus 

miembros siendo inamovibles y contar con 35 años de edad, habar nacido en 

México y con cinco años de residencia en el país. Y el artículo 134 decía que 

los miembros de la Suprema Corte serán elegidos por las legislaturas de los 

estados, el fiscal tendría la misma jerarquía que un magistrado, que tendrían 

como profesión el ser abogados o senadores. 

La primera Ley Orgánica del Ministerio Público fue elaborada en 1903; 

esta ley para el Distrito Federal y territorios federales se expide el 12 de 

diciembre de 1903, durante el gobierno de don Porfirio Díaz, reconociéndosele 

como una institución independiente de los tribunales, presidida por un 

procurador de justicia que representaría los intereses sociales. Se le 

recomienda la persecución y la investigación de los delitos, se le atribuye la 

titularidad del ejercicio de la acción penal y se le hace figurar como parte 

principal o coadyuvante en todos los asuntos judiciales que de algún modo 

afecten el interés público. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917 

después de tantos intentos por el establecimiento de una ley que apoyara a 

todos los ciudadanos mexicanos en sus derechos, es hasta el año de 1917 

cuando un grupo de mexicanos colaboran para la promulgación de nuestra 

Carta Magna. Y es cuando el Ministerio Público adquiere caracteres precisos 

que le dan el contenido profundamente humano de protector de la libertad del  

hombre y guardián de la legalidad. Los Constituyentes de 1917, inspirados en 

las ideas de don Venustiano Carranza, marcan el momento más trascendente 
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para el Ministerio Público, al delimitar las funciones de la autoridad judicial, del 

Ministerio Público y de la autoridad administrativa. Antes de esta institución 

existían verdaderos atentados contra las personas en sus derechos. La 

sociedad recuerda horrorizada los atentados cometidos por jueces que 

ansiosos de renombre veían cuando llegaban a sus manos los procesos en 

donde le permitiría una aprehensión, en muchos casos contra personas 

inocentes, y en otros contra la tranquilidad y el honor de las personas y 

familias, no respetando en sus inquisiciones ni las barreras mismas que 

terminantemente establecía la ley. 

 

1.4 EL MINISTERIO PÚBLICO EN LA CONSTITUCIÓN DE 1857. 
 

No intentaremos realizar un bosquejo histórico de la evolución del 

Ministerio Público en los ordenamientos constitucionales de nuestro país, pues 

basta señalar que desde los primeros documentos fundamentales, tales como 

el Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana (expedida en 

Apatzingán en 1814) y la Constitución Federal de los Estados Unidos 

Mexicanos de 1824, pasando por las siete leyes constitucionales de 1836, y las 

bases orgánicas de 1843, así como en los proyectos de 1842, se sigue la 

tradición española de integrar a los fiscales dentro de los organismos judiciales, 

con algunos intentos de crear fiscales o promotores fiscales como defensores 

de la hacienda pública y como órganos de la acusación en el proceso penal, 

pero sin establecer un verdadero organismo unitario y jerárquico. 

 

El único intento para incorporar algunos elementos del sistema jurídico 

francés, se efectuó en las llamadas bases para la administración de la 

República hasta la promulgación de la Constitución del 22 de abril de 1853, las 

que, como es sabido, sirvieron de apoyo para el último régimen dictatorial de 

Antonio López de Santa Anna, ya que en el artículo 9º de la sección 1ª se 

estableció un procurador general de la Nación dependiente del Ejecutivo, que 

recibía instrucciones de los ministerios para atender a los intereses nacionales 

en los negocios contenciosos que versaran sobre ellos, y debía promover todo 

lo conveniente a la hacienda pública, así como prestar asesoría jurídica. 
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La base 9 de la Sección Primera, relativa al Gobierno Supremo 

estableció lo siguiente: “Para que los intereses nacionales sean 

convenientemente atendidos en los negocios contenciosos que se versen 

sobre ellos, ya estén pendientes o se susciten en adelante, promover cuanto 

convenga a la hacienda pública y que se proceda en todos los ramos con los 

conocimientos necesarios en puntos de derecho, se nombrará un Procurador 

General de la Nación, con sueldo de cuatro mil pesos, honores y 

condecoración de ministro de la Suprema Corte de Justicia, en la cual y en 

todos los tribunales superiores será recibido como parte por la nación, y en los 

inferiores cuando lo disponga así el respectivo ministerio y además despachará 

todos los informes en derecho que se le pidan por el gobierno. Será amovible a 

voluntad de éste, y recibirá instrucciones para sus procedimientos por los 

respectivos ministerios”. 

 

En realidad la institución empieza a perfilarse en la carta federal del 5 de 

febrero de 1857, en cuyo artículo 91 que no fue objeto de debates en el 

Constituyente, se dispuso que la Suprema Corte de Justicia estaría integrada 

por once ministros propietarios, cuatro supernumerarios, un fiscal y un 

procurador general; todos serían electos en forma indirecta en primer grado por 

un período de seis años (artículo 92 constitucional), y no requerirían título 

profesional, sino exclusivamente “estar instruidos en la ciencia del derecho, a 

juicio de los electores” (artículo 93 de la misma carta federal).1 

 

La Constitución de 1857 conservó la fiscalía en los Tribunales de la 

Federación y un Procurador General como integrante de la Suprema Corte de 

Justicia. En las discusiones del constituyente de 1857 se mencionó, por 

primera vez, al Ministerio Público con facultades para promover la instancia en 

representación de la sociedad, a pesar de lo cual no llegó a prosperar al 

establecimiento de la Institución. 

 

                                                 
1 Castillo Velasco, José María del. Apuntamientos para el estudio del derecho constitucional mexicano. 
3ª. Edición. México, 1883, pp. 195-198. 
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En las sesiones del Congreso Constituyente de 1856 se vierten algunas 

ideas sobre las funciones que debía tener el Ministerio Público con base en el 

artículo 27 del proyecto, el cual a la letra dice:  

“A todo procedimiento del orden criminal debe proceder querella o 

acusación de la parte ofendida, o instancia del Ministerio Público que sostenga 

los derechos de la sociedad”.  

Al respecto el señor Villalobos opinó que el pueblo no puede delegar los 

derechos que debe ejercer por sí mismo, y que todo crimen es un ataque a la 

sociedad. Así pues, reclama para el ciudadano el derecho de acusar. A ello el 

señor Díaz González respondió que si se piensa que la existencia del Ministerio 

Público vulnera el derecho de acusar, lo mismo se pensará acerca del 

procedimiento de oficio.  

Por su parte, el señor Moreno hizo notar que la redacción del artículo 

daba idea de que querella y acusación eran equivalentes, lo cual era inexacto. 

Pidió que todo ciudadano tuviera el derecho de acusar; el señor Castañeda 

declaró que crearía grandes dificultades el hecho de obligar al juez a esperar la 

acusación formal para proceder en lo criminal; que esto era atarles las manos, 

pretender reducirlo a un estado pasivo, facilitando la impunidad de todos los 

crímenes. También manifestó que en las causas de Hacienda se escuchaba 

siempre al promotor fiscal sin obtener por ello muy buenos resultados. En su 

opinión el artículo 27 requería para la administración de justicia, no de un 

funcionario, sino de dos, propiciando así complejidad y lentitud en el proceso.  

De nuevo intervino el señor Díaz González, rebatiendo que el artículo 

quitara a los ciudadanos el derecho de acusar. Opinó que el Ministerio Público 

había estado a cargo de los mismos jueces, y ello disminuía en mucho las 

garantías del acusado. Además, al establecer el artículo la referida instrucción, 

daba lugar a la denuncia de la parte ofendida.  

El señor Cerqueda apoyó el artículo, porque le parecía monstruoso que 

el juez fuera juez y parte simultáneamente, como había venido sucediendo. 

Para que el acusado tuviera garantías y los magistrados actuaran con 
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imparcialidad, sustentaba como indispensable la existencia del Ministerio 

Público.  

En la Constitución de 1857 surgida de este Congreso se incorpora la 

existencia del Fiscal y la del procurador General en el Poder Judicial; en el 

texto constitucional definitivo, en su título III relativo a la división de poderes, en 

la sección III dedicada al Poder Judicial, se declara que la Suprema Corte de 

Justicia estaría compuesta por once ministros propietarios, cuatro 

supernumerarios, un fiscal y un procurador general (artículo 91).  

De nueva cuenta se equipara jerárquicamente a los ministros, al Fiscal y 

—ahora también— al Procurador General, estableciendo como requisitos para 

poder ser electo en cualquiera de estos cargos, los siguientes: tener 

instrucción  en la ciencia del Derecho a juicio de los electores; ser mayor de 

treinta y cinco años y ciudadano mexicano (por nacimiento) en ejercicio de sus 

derechos (artículo 93).  

La duración de todos estos cargos se limita a seis años (artículo 92). Se 

permitía la renuncia sólo por causas graves, calificada como tal por el 

Congreso ante quien debía presentarse o, en los recesos de éste, ante la 

diputación permanente (artículo 95).  

El 29 de julio de 1862 se dicta el Reglamento de la Suprema Corte de 

Justicia, en donde se determinan como funciones del Procurador General las 

de intervenir en todos los negocios que siendo ventilados en la Corte, 

implicaran algún interés de la Hacienda Pública. En este mismo ordenamiento 

se declara que el fiscal de la Corte debía ser oído en todos los asuntos en 

materia penal o de responsabilidad; en conflictos de jurisdicción y competencia 

de los tribunales y en consulta sobre dudas de ley, siempre que él lo pidiera y 

la Corte lo considerase conveniente.  

1.5 LA REFORMA DE 1900. 

A partir de la reforma del 22 de mayo de 1900 a los artículos 91 y 96 de 

la Constitución Política de 1857, el Ministerio Público de la Federación dejó de 
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formar parte del Poder Judicial de la Federación y se hizo depender del Poder 

Ejecutivo Federal. 

La influencia de la legislación Francesa, que se dejó sentir 

vigorosamente en nuestro país en varios aspectos de nuestro ordenamiento 

jurídico a partir de la segunda mitad del siglo XIX, determinó una modificación 

sustancial en la estructura y funciones del Ministerio Público, en especial en 

materia federal, ya que se le sustrajo de su adscripción ante los tribunales, 

incorporándolo al Ejecutivo y, además, se le institucionalizó al crearse un 

organismo jerárquico y unitario bajo la dependencia del procurador general de 

la república. 

 

Efectivamente, por reforma constitucional del 22 de mayo de 1900 se 

modificaron los artículos 91 y 96 de la Carta Fundamental, suprimiendo de la 

integración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al procurador general 

y al Fiscal,  por el contrario, se dispuso que: “Los funcionarios del Ministerio 

Público y el procurador general de la República que han de presidirlo, serán 

nombrados por el Ejecutivo”.2 

 

La modificación anterior determinó, a su vez, la reforma del título 

preliminar del Código de Procedimientos Civiles Federales de 1895 antes 

mencionado, por la ley del Congreso Federal promulgada el 3 de octubre de 

1900, para regular al Ministerio Público de acuerdo con el nuevo texto 

constitucional, estableciéndose en el artículo 37 del ordenamiento citado que el 

Ministerio Público estaría presidido por el procurador general de la República y 

se integraría con tres agentes auxiliares del citado Procurador, así como los 

adscritos a los tribunales de circuito y juzgados de distrito, en tanto que en el 

artículo 42 se dispuso que el procurador general de la República, los agentes y 

los demás empleados del Ministerio Público, serían nombrados y removidos 

libremente por el Ejecutivo. 

 

                                                 
2 Ruiz, Eduardo. Derecho Constitucional Mexicano. 2ª. Ed. México. Tipografía de Aguilar e Hijos, 1902. 
pp. 331 y 332 (edición facsimilar, México, UNAM, 1978). 
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Por Decreto expedido por el Ejecutivo en uso de facultades 

extraordinarias el 16 de diciembre de 1908, se expidió la Ley de Organización 

del Ministerio Público Federal y reglamentación de sus funciones3, en cuyo 

artículo primero se dispuso: 

“El Ministerio Público federal es una institución encargada de auxiliar la 

administración de justicia en el orden federal; de procurar la persecución, 

investigación y represión de los delitos de la competencia de los tribunales 

federales, y de defender los intereses de la federación ante la Suprema Corte 

de Justicia, tribunales de circuito y juzgados de distrito”. 

 

Según los artículos 6º y 7º del citado ordenamiento, el Ministerio Público 

federal se componía de un procurador general de la República, jefe del 

Ministerio Público; de un agente sustituto, primer adscrito; de dos agentes 

auxiliares, segundo y tercer adscrito, y de los agentes necesarios para que 

cada tribunal de circuito y cada juzgado de distrito tuvieran una adscripción; en 

la inteligencia de que el procurador general era designado y removido 

libremente por el titular del Ejecutivo, y los agentes nombrados también por el 

último, a propuesta en terna del procurador. 

 

La influencia francesa se advierte todavía con mayor claridad en el 

artículo 5º de la citada Ley Orgánica, en cuanto estableció que el procurador 

general de la República, así como los funcionarios del Ministerio Público 

dependían inmediata y directamente del Ejecutivo, por conducto de la 

Secretaría de Justicia. 

 

Resulta conveniente transcribir la parte relativa de la exposición de 

motivos de la referida Ley Orgánica del Ministerio Público federal de 1908, ya 

que explica con toda claridad el espíritu de la reforma constitucional de 1900: 

“El Ministerio Público es considerado, dentro de la sana doctrina 

científica, como un ramaje del Poder Ejecutivo ante el Poder Judicial de donde 

emana la necesidad de que tenga una existencia propia, independiente y 

enteramente separada de los tribunales, cuya misión de administrar justicia, de 

                                                 
3 En la misma fecha y también en uso de facultades legislativas extraordinarias, se expidieron la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación y el Código Federal de Procedimientos Penales. 
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dar a cada uno lo que es suyo y de definir el derecho, es bien distinta. El Poder 

Judicial ejerce una función coactiva de administrar y aplicar las leyes para 

terminar las contenciones que surgen entre los miembros de la colectividad, y 

los jueces, que son los órganos de la ley, no hace el derecho, sino que lo 

declaran, lo aplican juzgando, en tanto que el Ministerio Público es un litigante 

que ejercita el derecho de petición en nombre de la sociedad y del Estado. No 

pueden confundirse ni reglamentarse por la misma ley, y los preceptos que 

establecen y rigen el Ministerio Público deben ser distintos, formar un conjunto 

separado, de los que establecen y rigen el poder encargado de administrar 

justicia”. 

 

En realidad, esta ley federal tiene su antecedente en la Ley Orgánica del 

Ministerio Público en el Distrito y Territorios Federales del 12 de septiembre de 

1903, que por primera vez institucionalizó el Ministerio Público en forma 

jerárquica, dependiente del Ejecutivo de la Unión, pero no de manera unitaria, 

pues se establecieron varios procuradores de justicia como jefes del Ministerio 

Público: uno en el Distrito Federal que también tenía competencia en el partido 

norte de Baja California y en el territorio de Quintana Roo; un segundo 

procurador para los partidos del centro y del sur de Baja California, con 

residencia en La Paz y un tercero en el territorio de Tepic, con residencia allí 

mismo (artículo 5º). 

 

De acuerdo con la parte relativa de la exposición de motivos de este 

ordenamiento: “Uno de los principales objetos de esta ley es definir el carácter 

especial que compete a la institución del Ministerio Público, prescindiendo del 

concepto que la ha reputado siempre como auxiliar de la administración de 

justicia. El Ministerio Público es el representante de la sociedad ante los 

tribunales, para reclamar el cumplimiento de la ley y el restablecimiento del 

orden social, cuando ha sufrido quebranto. El medio que ejercita por razón de 

su oficio consiste en la acción pública”. Es, por consiguiente una parte y no un 

auxiliar, en el sentido legal de la palabra. 
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1.6 LA CONSTITUCIÓN DE 1917 Y EL DESARROLLO POSTERIOR DE LA 
 INSTITUCIÓN.  

 

Si se analizan los textos de los artículos 21 y 102 del proyecto de 

Constitución presentado por don Venustiano Carranza al  Congreso de Querétaro 

el 1º de diciembre de 1916, se observa con claridad que, en relación con el 

Ministerio Público, son dos las principales innovaciones que se pretendieron 

introducir en dichos preceptos, separándose de la legislación dictada bajo la 

vigencia de la carta fundamental de 1857. 

 

En primer lugar, dicho proyecto se aleja del modelo francés que se venía 

aplicando, en especial después de la reforma constitucional de 1900, al 

desvincular al Ministerio Público del juez de instrucción, confiriéndole la facultad 

exclusiva de investigación y persecución de los delitos, así como el mando de la 

policía judicial, esta última transformada en un cuerpo especial, y no, como era 

anteriormente, una simple actividad efectuada por funcionarios administrativos, 

pero que también incluía al Ministerio Público e inclusive al juez instructor. 

 

En segundo término, al regularse en el citado artículo 102, las atribuciones 

del procurador general de la República, además de las que se le habían conferido 

a partir de la Ley Orgánica de 1908 como jefe del Ministerio Público federal y 

representante en juicio de los intereses del gobierno de la Federación, se añadió 

una nueva facultad, inspirada en la figura del Attorney General de los Estados 

Unidos, o sea la relativa a la asesoría jurídica del Ejecutivo Federal. 

 

Fue el primer aspecto el que motivó los debates del Constituyente tomando 

en cuanta que la situación del Ministerio Público en el proceso penal fue objeto de 

amplios comentarios en la exposición de motivos del citado proyecto de 

Constitución, los que también fueron cuidadosamente examinados por los 

constituyentes. 

 

Se considera en la especie, útil transcribir la parte relativa a la citada 

exposición de motivos, ya que de la misma se desprende con claridad la reforma 

sustancial que se pretendía introducir en la Nueva Constitución: 
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“Pero la reforma no se detiene allí, sino que propone una innovación que de 

seguro revolucionará completamente el sistema procesal que durante tanto tiempo 

ha regido en el país, no obstante todas sus imperfecciones y deficiencias. Las 

leyes vigentes, tanto en el orden federal, como en el común, han adoptado la 

institución del Ministerio Público, pero tal adopción ha sido nominal, porque la 

función asignada a los representantes de aquél tiene carácter meramente 

decorativo para la recta y pronta administración de justicia. Los jueces mexicanos 

han sido, durante el período corrido desde la consumación de la Independencia 

hasta hoy, iguales a los jueces de la época colonial: ellos son los encargados de 

averiguar los delitos y buscar las pruebas, a cuyo efecto siempre se han 

considerado autorizados a emprender verdaderos asaltos contra los reos para 

obligarlos a confesar, lo que sin duda desnaturaliza las funciones de la judicatura. 

La sociedad entera recuerda horrorizada los atentados cometidos por jueces que, 

ansiosos de renombre, veían con positiva fruición que llegase a sus manos un 

proceso que les permitiera desplegar un sistema completo de opresión, en 

muchos casos contra personas inocentes, y otros contra la tranquilidad y el honor 

de las familias, no respetando en sus inquisiciones ni las barreras mismas que 

terminantemente establecía la ley. La misma organización del Ministerio Público, a 

la vez que evitará ese sistema procesal tan vicioso, restituyendo a los jueces toda 

la dignidad y toda la respetabilidad de la magistratura, dará al Ministerio Público 

toda la importancia que le corresponde, dejando exclusivamente a su cargo la 

persecución de los delitos, la busca de los elementos de convicción, que ya no se 

hará por procedimientos atentatorios o reprobados, y la aprehensión de los 

delincuentes. Por otra parte, el Ministerio Público, con la policía judicial represiva a 

su disposición, quitará a los presidentes municipales y a la policía común la 

posibilidad que hasta hoy han tenido de aprehender a cuantas personas juzgan 

sospechosas, sin más méritos que su criterio particular. Con la institución del 

Ministerio Público tal como se propone, la libertad individual quedará asegurada, 

porque según el artículo 16, nadie podrá ser detenido sino por orden de la 

autoridad judicial, la que no podrá ser expedida sino en los términos y con los 

requisitos que el mismo artículo exige”. 

 

En el debate que el dictamen respectivo provocó en las sesiones del 5 y 12 

de enero de 1917, la preocupación mayor versó sobre las facultades de la 
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autoridad administrativa para imponer sanciones por infracciones a los 

reglamentos gubernativos y de policía, y en segundo término sobre la función de 

la policía judicial subordinada al Ministerio Público, ya que de las discusiones se 

desprende la existencia de dos conceptos sobre dicha policía, uno que se expresa 

en la exposición de motivos como un cuerpo especializado, y otro que afirmaron 

algunos constituyentes sobre la participación de las autoridades administrativas en 

la actividad de la policía judicial, de acuerdo con el sistema tradicional, que, 

además, atribuía dichas facultades de investigación tanto al Ministerio Público 

como al juez de instrucción.4 

 

Resulta muy significativa la intervención del distinguido jurisconsulto José 

Natividad Macías, quien explicó el sentido del proyecto para la creación de una 

policía especial, que calificó de inquisitiva para distinguirla de la preventiva, y que 

debía recibir el nombre de policía judicial, de acuerdo con el modelo de los 

Estados Unidos, en el que las investigaciones en materia penal se efectuaban por 

el Ministerio Público con el auxilio de un cuerpo de agentes organizados como 

policía judicial, y subordinados al primero.5 

 

En las susodichas discusiones no se hizo referencia al fondo del problema 

sobre la función procesal del Ministerio Público, pero implícitamente se aceptaron 

las ideas expuesta en la exposición de motivos transcrita con anterioridad ya que, 

incluso, se le dio lectura en varias ocasiones. 

 

Una situación distinta se presentó respecto del proyecto del artículo 102 de 

la Constitución, cuyo texto se refiere al Ministerio Público federal y a su titular, al 

procurador general de la República, ya que fue aprobado sin debate en el 

Congreso de Querétaro, en la inteligencia de que ese texto se conserva inalterable 

en lo sustancial, con una pequeña modificación que se introdujo en 1940, ya que 

en la citada reforma sólo se le agregó una frase, que se subraya en el primer 

párrafo del citado artículo 102 constitucional, el cual dispone: “La Ley organizará al 

Ministerio Público de la federación, cuyos funcionarios serán nombrados y 
                                                 
4 Cámara de Diputados. Derechos del Pueblo Mexicano. México a través de sus constituciones, México. 
1967, t. IV. Pp. 285-308. 
5 Es muy importante el discurso pronunciado por José Natividad Macías el 5 de enero de 1917 en el 
Constituyente de Querétaro, que se consigna en la obra Derechos del Pueblo Mexicano. Pp. 789 y 790. 
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removidos por el Ejecutivo de acuerdo con la ley respectiva, debiendo estar 

presididos por un Procurador General el que deberá tener las mismas calidades 

requeridas para ser magistrado de la Suprema Corte de Justicia”. 

 

Debe destacarse que el Congreso de Querétaro no se percató de que dicho 

precepto se encuentra situado en el título tercero, capítulo IV, relativo al Poder 

Judicial Federal, no obstante que a partir de la reforma de 1900 al entonces 

artículo 91 de la Carta Magna de 1857, como se señaló anteriormente, se 

suprimieron los cargos de fiscal y de procurador general como miembros de la 

Suprema Corte de Justicia y se hizo depender al Ministerio Público federal, por 

conducto de su cabeza, el procurador general de la República, del Ejecutivo, lo 

que se reiteró en nuestra Constitución actual, por lo que seguramente por 

inadvertencia los constituyentes mantuvieron dicho artículo 102 en el capítulo del 

Poder Judicial cuando debieron situarlo en el capítulo III, que regula la estructura y 

funciones del Poder Ejecutivo federal. 

 

En cuanto a la legislación expedida en relación con los dichos preceptos 21 

y 102 de la Constitución Federal, ésta se desarrolla en dos direcciones: en primer 

término se expidieron varias leyes reglamentarias del Ministerio Público federal en 

1919, 1934, 1941 y 1955 y con mejor criterio se cambió la denominación en la Ley 

de la Procuraduría General de la República, promulgada el 30 de diciembre de 

1974. Por lo que respecta al Distrito Federal, se expidieron las Leyes del Ministerio 

Público de 1919, 1929, 1954, cuya denominación se cambió a partir de 1971 por 

el nombre al más apropiado de Ley Orgánica de la Procuraduría General de 

Justicia del Distrito y (entonces) Territorios Federales, la que a su vez fue 

sustituida por la ley del mismo nombre para el Distrito Federal, del 5 de diciembre 

de 1977. 

 

En un segundo sector, las atribuciones del Ministerio Público como órgano 

de investigación y acosador en el proceso penal han sido reguladas por los 

diversos códigos de procedimientos penales, tanto de la federación como de las 

restantes entidades federativas, cuya mayoría ha seguido como modelo el referido 

código federal o el del Distrito o ambos. 
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En relación con los citados códigos procesales penales, el Código Federal 

de 1908, antes mencionado, fue sustituido por el de 23 de agosto de 1934, en 

tanto que para el Distrito Federal se expidieron dos códigos para reemplazar al de 

1894; es decir, el de 1929, de escasa vigencia, pues pronto fue derogado por el 

promulgado el 26 de agosto de 1931, con numerosas reformas posteriores.  

 

1.7   LOS MINISTERIOS DE JUSTICIA, VISIÓN GENERAL EN AMÉRICA  
  LATINA. 

 
Para la mayor parte de las personas es perceptible el complejo mundo 

que forma el sistema de justicia de cualquier país, este sistema es una red 

funcional y organizativa regida por el derecho que hace concursar a 

participantes cuya filiación es histórica y políticamente diversa. El hecho de 

que concurran allí los cuerpos judiciales, el Ministerio Público, la Procuraduría 

General y el Ministerio de Justicia, además del Defensor del Pueblo y el 

Consejo de la Judicatura, supone un esfuerzo de coordinación de suyo muy 

complejo. Más aún, si consideramos que estas instituciones pueden estar 

juntas o separadas, o distanciadas deliberadamente en poderes públicos 

distintos, dicha colaboración se convierte en un problema realmente difícil. 

 

Sin duda, el proceso de implementación de la administración de justicia, 

la cual debe ser recta, expedita, pronta y cumplida, es uno de los retos más 

intrincados que deben vencer sus actores administrativos. El ministerio de 

justicia -como principal protagonista- tiene la función primordial de armonizar el 

conjunto del sistema de justicia de un país. Así, dentro de la administración 

pública toca a dicho ministerio ser el conducto por el cual el Poder Ejecutivo 

participa en la labor de concierto, coherencia y armonía del sistema de justicia. 

 

Como es sabido, las condiciones dentro de las cuales actúa el Estado 

se encuentran configuradas por una variedad de fenómenos y relaciones 

sociales complejas y cambiantes de alta singularidad que designan cómo se 

organiza y especifica la actividad pública. Esta especificación está 

determinada tanto por la amplitud y variedad de la esfera de acción del Estado 

como por el grado de desarrollo histórico que tiene, en consonancia con el 
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desenvolvimiento de la sociedad. Así, la índole de las funciones primordiales 

del Estado, cuyo objeto es la prosperidad y la perpetuación social, están 

encaminadas a patentizar su capacidad de autodeterminación frente a otros 

Estados, para ello tiene que desarrollar las fuerzas militares para garantizar el 

ejercicio de tal autodeterminación; propiciar los medios económicos para 

hacer viable la autodeterminación; desarrollar los elementos constitutivos de la 

sociedad, tanto los materiales como intelectuales y morales; y ejercitar la 

justicia para asegurar la aplicación del derecho. 

  

 Tal como lo explicó un gran pensador administrativo: 

 “la primera condición del completo desarrollo de la actividad individual 

es la conservación de la propia autodeterminación; pero el individuo no puede 

defender su propia libertad individual, porque ella es una responsabilidad del 

Estado y constituye el cuarto gran deber de la administración pública, con-

sistente en la actuación del Derecho”6 

 

Tal es el principio vital del ministerio de justicia en el Estado de derecho. 

 

Por otra parte, en muchos países existe un ministerio de justicia 

matizado por condiciones nacionales singulares que dejan su huella. Lo que 

hay que destacar es que en esos países hay un modus vivendi entre la 

Secretaría de Justicia y el Poder Judicial, que se considera necesario para la 

marcha adecuada del régimen político. 

 

Cercana a nuestra tradición, la experiencia francesa es digna de 

considerarse de manera especial. En 1964, el Ministerio de Justicia estaba 

integrado por cinco direcciones que atendían los deberes principales: servicios 

judiciales; asuntos civiles; asuntos criminales y gracia; administración 

penitenciaria y administración general.7 El Ministerio de Justicia tenía a su 

cargo la regulación del servicio judicial en su conjunto, formaba al personal 

judicial y de apoyo al mismo; asimismo asistía al Ministerio de Negocios 
                                                 
6 Stein, Lorenz Von. La scienza Della pubblica aministrazione. Torino. Unione Tipográfico-Editrice. 
1897. pp. 36-37. 
7 “Décrét sur la Organisation du Ministére de la Justice”, Journal Officiel de la République Francaise, du 
28.7, 1964, pp. 6708 y ss. 
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Extranjeros en los asuntos jurídicos de interés nacional. Tal como ocurre en 

instituciones similares de otros países, dicho Ministerio elabora los proyectos 

de ley y reglamentos no asignados a otras dependencias administrativas, 

además de las normas que tienen relación con la materia criminal. Era labor 

principal del Ministerio atender los asuntos de gracia y amnistía, con la 

colaboración de la administración penitenciaria, esta última a su cargo como 

una materia principal. Finalmente, también le estaba confiada la reeducación 

de los menores infractores con miras a su recuperación social. 

 

 La tradición iberoamericana, que nos interesa especialmente, tiene una 

antigua experiencia. En nuestra región, el ministerio de justicia es añejo, tal 

como es observable en Chile durante el siglo pasado, donde operaba el 

Ministerio de Justicia, Culto e Instrucción Pública.8 

 

El origen de la tradición hispanoamericana se encuentra en España, 

donde el Ministerio de Justicia es definido como un órgano de la admi-

nistración civil del Estado. Anteriormente se trataba de un departamento 

ministerial cuyo origen data de 1714, y ha sido uno de los más estables en 

cuanto a su denominación, competencias y estructura orgánica en la historia 

de la administración central española.9 

 

 Dentro de su larga vida, en 1978 el Ministerio de Justicia estuvo a un 

paso de su extinción debido a su virtual reemplazo por el Consejo General del 

Poder Judicial; pero esto no ocurrió, y el Ministerio fue fortalecido tanto en su 

papel como en sus competencias. 

 

Su estructura orgánica era la siguiente: Subsecretaría; Secretaría 

General de Asuntos Penitenciarios con rango de Subsecretaría; Dirección 

General de Instituciones Penitenciarias y Administración Penitenciaria, de ella 

dependiente; Secretaría General Técnica, Dirección General de Servicios; 

Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia; Dirección 
                                                 
8 Memoria del Ministro de Justicia. Culto e Instrucción Pública, presentada al Congreso Nacional en 
1884, Santiago de Chile, Imprenta Nacional, 1884. 
9 Baena del Alcázar, Mariano. Instituciones Administrativas. Madrid. Marcial Pons, Ediciones Jurídicas, 
1992, pp. 261-263, 266-271. 
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General de Asuntos Religiosos y de Objeción de Conciencia; Dirección 

General de los Registros y del Notariado y Dirección General del Servicio 

Jurídico del Estado. 

 

  Estos entes constituyen la organización básica y central, a cuyo cargo 

está la obtención de los tres grandes objetivos del Ministerio, a saber: 1) 

Apoyar a la administración de justicia, 2) atender la administración penitenciaria 

y 3) prestar los servicios generales de apoyo a los dos cometidos anteriores. 

 

  Otro ejemplo interesante lo constituye el Ministerio de Justicia de Costa 

Rica, tal como operaba a mediados de los ochenta. Creado en 1870, este 

Ministerio es el asesor jurídico del Poder Ejecutivo, representa al Estado en 

todos los litigios donde media el interés público y ejerce su representación en 

los actos y contratos que se formalizan mediante escritura pública. Tiene a su 

cargo la política penitenciaria y da fe pública de contratos prendarios, 

inscripciones de bienes muebles e inmuebles, derechos de propiedad industrial 

y similares. Su organización interior comprende a un viceministro, del que 

dependen una variedad de órganos, entre ellos la Procuraduría General de la 

República y la Auditoría General, así como el Tribunal Superior de Censura y la 

Junta Administrativa del Registro Nacional. Las dependencias que ejercitan las 

labores substantivas del Ministerio son las Direcciones Generales de 

Adaptación Social, Registro Nacional y Administrativa, además del Patronato 

de Construcción, Instalación y Adquisición de Inmuebles. En su seno, 

igualmente, cumple tareas el Instituto Latinoamericano de Prevención del 

Delito. 

 

En particular, el ministro del ramo funge como enlace entre el Poder 

Ejecutivo y el Poder Judicial, y diseña y coordina los programas encaminados 

a prevenir el delito, así como la readaptación social. Una de las funciones más 

importantes que cumple es preparar los anteproyectos de ley y decretos que 

se formen en el Poder Ejecutivo. 

 

En Cuba, bajo un régimen socialista, el Ministerio de Justicia opera de 

manera similar a los de países con sistemas políticos diversos. Se trata de un 
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organismo encargado de asistir en materia jurídica al gobierno y los 

organismos de la administración central del Estado.10 En lo particular, asesora 

jurídicamente al gobierno y a los organismos de la administración pública 

central, estableciendo las coordinaciones correspondientes con las asesorías 

jurídicas de dichos organismos; procura el mejoramiento del trabajo jurídico en 

la esfera de la economía nacional y el perfeccionamiento continuo del orden 

legal; estudia, propone y dirige la sistematización y codificación de las leyes 

del país, y procura que reflejen con exactitud los procesos y relaciones 

sociales; participa en el asesoramiento a la Asamblea Nacional del Poder 

Popular, el Consejo de Estado y el Consejo de Ministros, en la preparación de 

las leyes, decretos-leyes, decretos y otras disposiciones legales. Igualmente, 

contribuye a la divulgación del derecho socialista, la formación de la conciencia 

jurídica del pueblo cubano y la formación de especialistas en materia jurídica; 

ejerce la alta inspección de los bufetes colectivos y dirige técnicamente la 

actividad registral y la notarial; finalmente, edita y hace circular la Gaceta 

Oficial de la república y custodia su archivo central. 

 

Para identificar con precisión las labores de los ministerios de justicia 

en la reforma del Estado, tarea a realizarse en el presente inmediato, es 

necesario antes determinar cuáles son sus faenas actuales, las cuales, por 

principio, han tenido una fuerte variación con motivo de la aparición de los 

Consejos de Magistratura o Judicatura. Estos cuerpos colegiados han hecho 

replantear sustancialmente el papel de dichos ministerios, principalmente en 

lo que toca a la administración del Poder Judicial, la disciplina de los 

juzgadores y la formación de los funcionarios de la judicatura. Su relación se 

ha fundado en una variedad de modalidades, entre ellas la presencia del 

ministro de Justicia como su vicepresidente. 

 

En Francia, las Constituciones de 1946 y 1958 establecieron la vice-

presidencia del Consejo Superior de la Magistratura para el ministro de 

Justicia. Con tal carácter, dicho ministro recibe las propuestas del Consejo en 

                                                 
10 Ley de Organización de la Administración Central del Estado (Ley 1323, de noviembre de 1976), La 
Habana, Editorial Orbe, 1979. 
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relación con nombramientos de algunos cargos judiciales.11 La reforma 

constitucional de 1993 modificó la composición del Consejo, estableciendo dos 

secciones con distinto ámbito de competencia; una sección es competente con 

respecto a los magistrados judiciales y la otra con referencia a los magistrados 

del Ministerio Público, que son dependientes del Ministerio de Justicia. En 

sentido opuesto, el Consejo Superior de la Magistratura opina sobre el 

nombramiento de los demás jueces y los magistrados del Ministerio Público 

propuestos por el ministro de Justicia. 

 

La reforma constitucional realizada en 1993 resaltó la unidad del cuerpo 

de la Magistratura, de la cual forma parte el Ministerio Público y con el cual el 

Consejo constituye un ente común, aunque la diferencia de funciones 

específicas de cada uno mantiene la subordinación jerárquica de los 

magistrados del Ministerio Público al ministro de Justicia.12 Por su parte, el 

Consejo Superior de la Magistratura se reúne a partir de la convocatoria hecha 

por su presidente, o bien, por el ministro de Justicia, que funge como su 

vicepresidente. Sin embargo, ni uno ni otro acude al Consejo Superior cuando 

sesiona con miras a la aplicación de medidas disciplinarias.13 

 

Las estrechas relaciones de colaboración entre el Consejo y el Minis-

terio de Justicia son observables cuando se plantean las candidaturas a los 

cargos cuya designación es hecha a propuesta del Consejo Superior, y se 

envían simultáneamente al ministro de Justicia. El resto de los nombramientos 

judiciales son efectuados en colaboración de ambas organizaciones. En 

cuanto a los nombramientos de magistrados para las funciones de Ministerio 

Público, que son distintas de las provistas en el Consejo de Ministros, la 

opinión de la sección competente del Consejo Superior se rinde sobre las 

propuestas del ministro de Justicia, después del dictamen hecho por un 

miembro de esta sección. Igualmente, las propuestas del ministro de Justicia 

se transmiten al Consejo Superior de la Magistratura junto con la lista de los 

candidatos para cada uno de los puestos de que se trate. 
                                                 
11 Fix-Zamudio, Héctor y Héctor Fix-Fierro. El Consejo de la Judicatura. México, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas. UNAM. 1996. pp. 16-17. 
12 Ibidem. 
13 Ibidem pp. 138-139. 
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El ministro de Gracia y Justicia de Italia, de acuerdo con la Constitución 

de 1948, tiene la facultad de promover la acción disciplinaria y está a cargo de 

los emolumentos de los miembros del Consejo Superior de Magistratura, los 

magistrados y el personal adscrito a la secretaría del propio Consejo. Por 

consiguiente, tiene una relación estrecha con el Consejo Superior, 

particularmente en lo concerniente a tres de las facultades principales del 

mismo, a saber: 

1) Sobre el ingreso a la magistratura, la asignación de sede y de funciones, 

los traslados y promociones y sobre toda otra providencia relativa al estado de 

los magistrados; 

2) Sobre el nombramiento y remoción de los vicepretores honorarios, de los 

conciliadores, de los viceconciliadores, así como de los miembros ajenos a la 

magistratura de las secciones especializadas; respecto de los conciliadores, 

viceconciliadores y los miembros ajenos se admite la delegación a los 

presidentes de las cortes de apelación; 

3) Sobre la designación para el nombramiento de Magistrado de la Corte de 

Casación de profesores y abogados, por méritos destacados. 

 

En estas materias, el Consejo decide con base en el dictamen de la 

comisión competente, pero toma en cuenta las observaciones hechas por el 

ministro de Gracia y Justicia. Paralelamente, el Consejo puede hacer 

propuestas al ministro de Gracia y Justicia sobre las modificaciones de las 

circunscripciones judiciales y sobre todas las materias relativas a la 

organización y el funcionamiento de los servicios relativos a la justicia. Da su 

opinión al ministro sobre los proyectos de ley concernientes al ordenamiento 

judicial, a la administración de justicia y a cualquier otra materia que sea 

atinente a las materias citadas.14 

 

Las relaciones entre el Consejo de la Magistratura y el Ministerio de 

Gracia y Justicia se extienden a otros nombramientos, tales como los cargos 

directivos de la judicatura, con exclusión del de pretor o juez municipal. 

Igualmente, el Consejo Superior de la Magistratura provee el ingreso a la 

                                                 
14 Constitución italiana de 1948, ver Fix-Zamudio y Fix-Fierro,op. cit. nota 9, pp. 141.-149. 
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magistratura, las promociones de los magistrados y los exámenes para adjunto 

judicial, de conformidad con las normas del ordenamiento judicial. Esta tarea 

se realiza a través de comisiones que nombre para tal efecto, particularmente 

para los ingresos y promociones, así como el examen del adjunto judicial. Una 

vez concluidos los trabajos se integra la lista de candidatos aprobados, que 

son publicadas en el Boletín Oficial del Ministerio de Gracia y Justicia, el cual 

puede expresar desacuerdos y presentar quejas ante el Consejo Superior, que 

aprueba o modifica dicha lista. Incluso, el ministro de Gracia y Justicia tiene la 

facultad de interponer un recurso de inconformidad ante el Consejo Superior. 

 

El ministro de Gracia y Justicia, además de lo mencionado: 

 

1) Tiene la facultad de promover, mediante petición, la acción disciplinaria. 

La acción disciplinaria puede ser promovida también por el procurador general 

ante la Corte Suprema de Casación en su calidad de Ministerio Público, ante 

la sección disciplinaria del Consejo Superior; 

2) Tiene la facultad de solicitar a los presidentes de las cortes informa-

ciones acerca del funcionamiento de la justicia y al respecto puede formular 

las comunicaciones que considere pertinentes; 

3) Ejercita todas las demás atribuciones que le atribuyen las leyes sobre el 

ordenamiento judicial y en general las relativas a la organización y el 

funcionamiento de los servicios relativos a la justicia.  

 

El ministro de Gracia y Justicia interviene en las sesiones del Consejo 

Superior de la Magistratura cuando lo solicita el presidente o cuando él mismo 

lo considera oportuno para hacer comunicaciones o aclaraciones. Pero, 

normalmente, no puede estar presente en las deliberaciones. 

 

Todas las resoluciones relativas a los magistrados son adoptadas de 

conformidad con las decisiones del Consejo Superior, mediante decreto 

emitido por el presidente de la República, con refrendo del ministro de Gracia 

y Justicia. Sin embargo, hay casos establecidos por las leyes que sólo 

requieren un decreto del ministro de Gracia y Justicia. 
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En Bulgaria, tal como lo establece la Constitución de 1991, el Consejo 

Judicial Superior realiza sus funciones encabezado por el ministro de Justicia, 

en su calidad de presidente. Algo similar ocurre en Rumania, donde desde 

1991 el Consejo Superior de la Magistratura propone al presidente de la 

República el nombramiento de jueces y procuradores, presidido por el 

ministro de Justicia, pero que lo hace sin voto. A través de un decreto 

expedido en noviembre de 1966, fue establecido en Uruguay el Consejo 

Superior de la Judicatura, el cual estaba integrado por el ministro de Justicia, 

que lo presidía. 

 

Tal como es observable, el Ministerio de Justicia tiene una injerencia 

directa en la administración judicial por medio de la función disciplinaria. 

Dicha disciplina entraña la pérdida del derecho de antigüedad, remoción y 

destitución. Esto ocurre en Turquía, donde el ministro de Justicia puede 

dirigirse al Consejo Superior de la Magistratura para que imponga medidas 

disciplinarias a los juzgadores. 

 

1.8  LA ORGANIZACIÓN DE LAS INSTITUCIONES COMPETENTES EN 
EL CASO ESPAÑOL.   
 

 En principio, creo que es necesario dar cuenta del diseño institucional 

de la justicia que se desprende de la vigente Constitución española de 1978. 

Ello permitirá hacer las reflexiones antes mencionadas sobre algunos 

problemas del funcionamiento del sistema y sobre cómo puede contribuir la 

organización de la justicia a la reforma del Estado. 

 

Pues bien, en España la Constitución se refiere en su artículo 117 y 

siguientes a la existencia de una justicia profesional e independiente y al 

gobierno de los jueces. Tanto énfasis se pone en este extremo que el título VI 

de la Constitución, que encuadra los artículos citados, se denomina "Del Poder 

Judicial". Ello constituye una excepción, pues en el caso de los demás altos 

órganos del Estado no se usa la expresión "poder" sino la de potestad. 

 

La organización española distingue entre el órgano de gobierno de los 
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jueces, un órgano colegiado (denominado Consejo General del Poder Judicial) 

y la organización de los Tribunales de Justicia propiamente dicha. La 

Constitución española menciona y regula también (artículo 124) al Ministerio 

Fiscal, a la cabeza de cuya organización se encuentra el fiscal general del 

Estado. 

 

Es claro que además de esta organización judicial (en la que no existe 

una Procuraduría del Estado) hay que tener en cuenta al Ministerio de Justicia, 

que conserva importantes potestades en la materia y cuya influencia en la 

marcha de los asuntos judiciales es muy notable, como se verá. 

 

La primera de las organizaciones antes mencionadas es el Consejo 

General del Poder Judicial. Se trata de un órgano colegiado compuesto de 

veintiún miembros, que eligen entre ellos a su presidente, el cual es al mismo 

tiempo presidente del Tribunal Supremo. Este Consejo tiene bajo sus órdenes 

una organización administrativa de volumen reducido, que puede considerarse 

como una administración medial, ya que únicamente tiene por objeto hacer 

posible la ejecución de las decisiones del Consejo, elaborando y expidiendo la 

documentación necesaria. Dicha organización no atiende, desde luego, la 

satisfacción de los intereses generales y no puede identificarse con la 

administración del Estado en su conjunto. 

 

El Consejo tiene importantes competencias. A él le corresponde el 

nombramiento de los jueces, siendo de destacar que lleva a cabo el 

nombramiento de magistrados del Tribunal Supremo y de presidentes de las 

salas de éste, así como de los presidentes de la Audiencia Nacional y de los 

Tribunales Superiores de Justicia y también de los presidentes de las 

audiencias provinciales. Normalmente estos nombramientos se llevan a cabo 

siguiendo un criterio de mérito y entre las personas que reúnen la necesaria 

antigüedad, con la sola excepción de una quinta parte de los magistrados del 

Tribunal Supremo que pueden nombrarse (a solicitud propia) entre juristas de 

reconocido prestigio. 

 

El Consejo General del Poder Judicial ejerce, además, la potestad 
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disciplinaria sobre los jueces, previa apertura del expediente con todas las 

garantías para el inculpado. Por cierto que esta competencia da lugar a una 

paradoja, pues a muchos efectos el Consejo se encuentra en una posición de 

rango más importante que el Tribunal Supremo, sin embargo, las decisiones 

adoptadas en materia disciplinaria son recurribles ante dicho Tribunal como 

máxima garantía. 

 

En cuanto órgano superior de la justicia le corresponde al Consejo emitir 

informes importantes, consecuencia de las relaciones mantenidas entre el 

Poder Judicial y los demás altos órganos del Estado. Un ejemplo de estos 

informes es el que debe emitirse con carácter previo al nombramiento de fiscal 

general del Estado. 

 

Por último, el Consejo ejerce los poderes inherentes a la cotidiana 

administración de personal de los jueces y magistrados. Declara las 

situaciones de excedencia, otorga permisos, decide sobre el régimen de 

compatibilidades y declara, asimismo, la jubilación. A propósito de este 

extremo puede acordar que los magistrados jubilados continúen prestando 

servicios como eméritos o suplentes. 

 

Junto al Consejo debe considerarse la organización de los Tribunales de 

Justicia propiamente dichos. A propósito del tema se complican dos criterios. 

Uno es el de la división en órdenes jurisdiccionales y otro el de la organización 

territorial. 

 

En cuanto a los órganos jurisdiccionales, la jerarquía culmina en el 

Tribunal Supremo, dividido en cinco Salas: Civil, Penal, Contencioso 

Administrativo, Social y Militar. Debe destacarse que a consecuencia de los 

mandatos de la Constitución se suprimió la jurisdicción específica que antes 

correspondía a los tres ejércitos y al Consejo Supremo de Justicia Militar, 

integrándose este último en los Tribunales civiles. En cambio, en España la 

justicia constitucional no corresponde al Tribunal Supremo sino a un órgano 

distinto, al Tribunal Constitucional, que tiene como antecedente al Tribunal de 

Garantías Constitucionales que existió durante la II República. 
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En estas cinco salas del Tribunal Supremo se integran 

aproximadamente 65 magistrados, si bien 33, es decir la mitad de ellos, 

pertenecen a la Sala Tercera que juzga los asuntos contencioso-

administrativos. Ello se explica porque las demás Salas actúan por regla 

general como tribunal de casación, o resuelven los recursos de 

denominaciones análogas que constituyen la última y definitiva instancia 

judicial. En cambio, la Sala Tercera, hasta 1993, venía funcionando como 

tribunal de apelación, y todavía conoce de forma directa los recursos 

entablados contra actos y disposiciones del gobierno. 

 

Además del Tribunal Supremo se encuentra en la cúspide de la 

organización judicial, si bien en un nivel inferior a dicho Tribunal, la Audiencia 

Nacional, creada para desconcentrar el trabajo del Tribunal Supremo, y que 

conoce sobre determinados asuntos en materia penal y sobre las 

disposiciones y decisiones aprobadas individualmente por los ministros y los 

secretarios de Estado. 

 

Éstos son los órganos judiciales competentes en todo el territorio 

nacional. En un nivel inferior se encuentran los llamados Tribunales 

Superiores de Justicia, cuya competencia se ejerce en las distintas regiones 

dotadas de autonomía, según la Constitución española. Esta alusión a la 

competencia debe entenderse en un doble sentido, pues no se refiere sólo al 

territorio. Los Tribunales Superiores conocen en última instancia de los 

procesos seguidos en los cuales se debate sobre la aplicación del derecho 

civil foral (específico de cada región) y sobre las normas y actos 

administrativos que se rigen por la legislación dictada por las regiones o 

Comunidades Autónomas. 

 

Los Tribunales Superiores de Justicia reproducen, en cuanto a su 

división en salas, la organización del Tribunal Supremo, siguiendo la distinción 

entre los cinco órdenes jurisdiccionales. En un nivel inmediatamente inferior 

se encuentran las Audiencias Provinciales, cuyas competencias más 

importantes se refieren a los asuntos penales. 
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Por último, el nivel inferior de la administración de la justicia está 

constituido por los jueces de primera instancia e instrucción. Reciben esta 

denominación porque son jueces civiles de primera instancia y jueces penales 

competentes para instruir los sumarios, que pasan posteriormente a ser 

juzgados por las Audiencias Provinciales. Existen también unos jueces o 

magistrados unipersonales del orden social o laboral. 

 

Pero, como se ha dicho más arriba, continúa teniendo importantes 

competencias el Ministerio de Justicia. Se trata de un órgano, un 

departamento del gobierno español, heredero de la antigua Secretaría de 

Estado y del Despacho de Gracia y Justicia que existía durante el antiguo 

régimen. El Ministerio no se ocupa sólo de los asuntos judiciales. Tiene, 

desde luego, una Dirección General de Justicia, y dependen de él la Dirección 

General de Prisiones, la del Servicio Jurídico del Estado, donde trabajan los 

asesores y defensores del Estado ante los Tribunales y la Dirección General 

de los Registros y del Notariado. Heredera de las competencias que antes se 

ejercían en materia de Gracia, es la Dirección General de Asuntos Religiosos. 

 

Nos interesa sobre todo el conjunto de poderes sobre la justicia que 

conserva el Ministerio, y que por tanto continúan en un ámbito estrictamente 

político-administrativo. Ante todo el Ministerio ejerce como alto órgano de 

comunicación entre el gobierno y el Consejo General del Poder Judicial. Por 

iniciativa del Ministerio, que debe hacer suya el Consejo General citado, se 

nombra al fiscal general del Estado. El Ministerio conserva las competencias 

relativas a la formación de los jueces, pues de él depende la Escuela Judicial, 

por la que deben pasar los jueces y magistrados después de una rigurosa 

selección por mérito (el conjunto de exámenes denominado oposición), 

selección que en teoría decide el Consejo General, pero que en la práctica 

depende del Ministerio, que facilita los medios y que fija el número de plazas 

judiciales que deben ser objeto de convocatoria. 

 

Sin embargo, los poderes que conserva el Ministerio de Justicia 

consisten en la plena competencia respecto a la totalidad del aparato u 

organización administrativa que asiste a los jueces en sus funciones. Desde 
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las secretarias de los magistrados del Tribunal Supremo hasta el último 

alguacil (ahora agente judicial) del último juzgado dependen del Ministerio de 

Justicia. Se trata de la llamada, genéricamente, Oficina Judicial, aunque el 

empleo del singular es un eufemismo, pues existe una oficina judicial en cada 

juzgado y un  conjunto de ellas en los tribunales colegiados. A la cabeza de 

cada una de las oficinas se encuentra un secretario judicial, seleccionado y 

pagado por el Ministerio de Justicia. De los secretarios dependen los oficiales, 

auxiliares y agentes de la administración judicial, exigiéndose los oficiales 

titulación universitaria. Se trata de una organización que integra actualmente 

un número aproximado de 18,000 personas. 

 

 Fácilmente se deduce hasta qué punto el Ministerio de Justicia está en 

condiciones de influir en la marcha general de los asuntos, pues de él depende 

no sólo la fijación del número de plazas de jueces y magistrados sino también 

la totalidad de los medios necesarios para que la justicia funcione. No se trata 

sólo de los medios personales sino también de los financieros y reales o 

inmobiliarios (edificios e instalaciones). 

 

Expuestos así, la organización y el sistema judicial español, hay que 

referirse al objeto de este panel propiamente dicho, a saber, la contribución 

del Ministerio de Justicia y de la justicia misma a la reforma del Estado.  

 

Ahora bien, no debe ocultarse que al entrar en el tratamiento de nuestro 

tema específico, al menos en España, el argumento se mueve 

automáticamente en círculo, pues si bien no cabe duda que el Ministerio y la 

organización judicial pueden contribuir a la reforma del Estado, resulta evidente 

que habría que comenzar por reformar la justicia misma. Sólo entonces sería 

posible contribuir de modo eficaz a esa reforma del Estado que se reclama 

insistentemente en nuestro tiempo en todas las democracias. 

 

Pues lo cierto es que la justicia en España se encuentra aquejada de 

grandes problemas que afectan en parte a la organización, pero sobre todo 

afectan al funcionamiento de los órganos descritos en el apartado anterior. 
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Veamos rápidamente los problemas principales. 

 

a) Los problemas del Consejo General del Poder Judicial. 

 

En cuanto a este órgano, se plantea desde luego un importante 

problema político, relativo al sistema de nombramiento de los miembros del 

Consejo. Una primera ley, dictada después de promulgada la Constitución, 

establecía que la mayor parte de los miembros del Consejo se nombraría a 

propuesta de las asociaciones profesionales de jueces y magistrados. Pero 

esta ley fue objeto de reforma en los años 80, de modo tal que en este 

momento los miembros del Consejo se nombran por el Parlamento y el 

gobierno, es decir, de hecho por los partidos políticos. 

 

Ello ha suscitado una profunda polémica dada la politización de las 

decisiones del Consejo en numerosas ocasiones. Actualmente forma parte del 

debate político español la cuestión de si no sería necesario volver al sistema 

primitivo para asegurar la profesionalidad judicial del Consejo General, o al 

menos adoptar un sistema intermedio en virtud del cual los vocales del 

Consejo fueran nombrados por las Cámaras, las que deberían elegir entre 

diversos candidatos propuestos por las asociaciones profesionales. 

 

Pero existen además problemas administrativos. No deja de ser sensible 

que el Consejo no sea competente para la formación de los jueces y, sobre 

todo, para la organización, el funcionamiento efectivo y la financiación que 

requiere la Oficina Judicial. No disponiendo de poderes decisorios sobre los 

medios de la administración de justicia, es claro que ésta se encuentra 

relativamente mediatizada por las decisiones del gobierno (a propuesta del 

Ministerio de Justicia), sobre todo por lo que se refiere a los aspectos 

financieros. En concreto, el presupuesto necesario para hacer frente a los 

gastos de la justicia se decide por el gobierno y el Ministerio, y no por el 

Consejo General. 

 

No debe omitirse una referencia a la reducida organización 
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administrativa del Consejo mismo. Para su formación se han empleado 

criterios estrictamente artesanales, pues el reclutamiento de las personas se 

ha hecho sin celebrar pruebas objetivas para que presten servicios en el 

Consejo General, bien raramente a jueces y magistrados, bien más 

normalmente al personal de la Oficina Judicial. La preparación de este 

personal quizá es adecuada respecto a la administración de justicia, pero 

posiblemente dista mucho de serIo en cuanto a las tareas de gestión 

administrativa. 

 

b) Los problemas de los Tribunales de Justicia. 

 

En cuanto a los Tribunales de Justicia el principal problema que tienen 

es la gran acumulación de asuntos judiciales pendientes y, a consecuencia de 

ello, el inmenso retraso de los procesos. Por citar una cifra, reproduciendo las 

palabras del presidente del Tribunal Supremo, sólo en el orden contencioso 

administrativo se encuentran pendientes de resolver 220,000 recursos en todo 

el país. Se calcula que, si no se adoptan medidas inmediatas, el atraso y la 

acumulación afectarán dentro de cuatro años a más de medio millón de 

recursos. 

 

Es indudable que este dato tiene una inmensa influencia sobre la 

práctica de la justicia. Los jueces y magistrados se encuentran sobrecargados 

de trabajo y no es posible aumentar el ritmo del mismo, pues ello repercutiría 

sobre el sosiego indispensable para resolver los pleitos, de modo tal que se 

atienda el cumplimiento del ordenamiento jurídico y se haga justicia material. 

Pero es peor aún la situación del justiciable. Los asuntos que resuelve como 

juez el autor de esta ponencia se plantearon en la vida real por término medio 

hace ahora siete u ocho años. Este plazo es el que deben esperar los 

ciudadanos para que se les haga justicia, con la consecuencia de que muchas 

veces la sentencia resuelve un proceso histórico porque las circunstancias 

fácticas han cambiado y la decisión judicial no puede hacer volver atrás la 

máquina del tiempo. Muchas veces, si es que ello procede, hay que recurrir a 

reconocer el derecho a una indemnización en vez de restablecer el orden 

jurídico perturbado en su caso mediante el menoscabo de derechos subjetivos 

Created by eDocPrinter PDF Pro!! 

Buy Now to Create PDF without Trial Watermark!!

Neevia docConverter 5.1

http://www.iteksoft.com/pdf-creator/
http://pdf.iteksoft.com/pdf-writer/


 41 

o intereses legítimos o directos. 

Desde luego, este descomunal atraso exige medidas de reforma que 

pudieran ser en parte de carácter estrictamente procesal, reformando la 

tramitación y limitando por razón de su cuantía los asuntos que conocen los 

tribunales de mayor nivel jerárquico, aunque ello tendría la consecuencia de 

que el justiciable se vería privado, al menos, de una instancia judicial. Pero, 

sobre todo, es absolutamente indispensable otorgar o asignar más medios en 

un momento en que la política económica del gobierno se inspira severamente 

en la restricción del gasto público. Fácilmente se entiende el obstáculo que 

todo ello supone para que la justicia contribuya a una reforma del Estado. 

 

c) Los problemas de la Oficina Judicial. 

 

 En cuanto a la Oficina Judicial, ha de señalarse que el sistema español 

parte de la desconexión jerárquica entre los secretarios judiciales y los 

tribunales a los que sirven. El secretario no está subordinado jerárquicamente 

al juez o a los magistrados, y si el personal judicial advierte irregularidades o 

deficiencias en la gestión de la Oficina Judicial carece de potestades para 

poner remedio a los problemas. A juicio del autor de esta ponencia, si bien 

habría que conservar un respeto a las potestades y competencias del 

secretario en la dirección de la Oficina Judicial, quizás deberían otorgarse 

atribuciones al respecto a otros órganos, sean estos los propios tribunales, el 

Consejo General o el Ministerio de Justicia. 

 

Éste es sólo un punto, aunque significativo, de los numerosos proble-

mas planteados. En cuanto al resto de la organización y del personal de la 

Oficina Judicial, para decirlo de una vez por todas, habría que efectuar una 

reforma y modernización radical del personal y de todos los procedimientos de 

trabajo que este personal emplea. Téngase en cuenta que dicho personal de 

la organización judicial ha sido excluido de todas las reformas administrativas 

emprendidas en España desde fines del primer tercio del siglo XIX. Salvo por 

el empleo primero de la máquina de escribir y luego del ordenador, la 

organización se encuentra aproximadamente en la misma situación que a 
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mediados del siglo XVIII. Son frecuentes las críticas al funcionamiento de la 

curia, pero nadie dice que se trata de un personal mal pagado, muchas veces 

mal tratado y del que nadie se ocupa desde los tiempos en que era fiscal del 

Consejo de Castilla el conde de Floridablanca. 

 

No se crea que estas afirmaciones son exageradas. Los expedientes 

judiciales se envuelven con cuerdas, la racionalización de impresos es algo 

totalmente ignorado, la asignación y el orden de la tramitación de los asuntos 

deja mucho que desear y, sobre todo, la formación del personal es deficiente. 

En la práctica, los conocimientos se adquieren por rutina y cuando esa rutina 

se moderniza o adapta, ello se efectúa asimismo de forma rutinaria. 

Ciertamente, para ser oficial de la administración de justicia se requiere 

titulación superior, pero en la inmensa mayoría de los casos las plazas se 

cubren por concurso entre personal más modesto de la propia organización, 

que de un modo u otro acabó los estudios universitarios, y en esos concursos 

se valora de forma predominante la antigüedad en los puestos inferiores. 

 

d) Referencia al Ministerio Fiscal. 

 

 En cuanto al Ministerio Fiscal, con objeto de no alargar la extensión de 

esta ponencia, me limitaré a señalar un dato de la cultura política española. De 

hecho la mayor parte de las veces el fiscal general del Estado, que se ha 

mencionado antes, no se comporta como fiscal del Estado sino como fiscal del 

gobierno. Es decir, nombrado a propuesta del gobierno es frecuente que 

defienda los intereses de éste o que al menos atienda a dichos intereses más 

que a los estatales de carácter objetivo. Ello se advierte sobre todo en su 

actuación ante los órganos superiores de la justicia, es decir, la Audiencia 

Nacional y el Tribunal Supremo. 

 

1.9 LA POLÍTICA DEL DERECHO Y DE LA JUSTICIA DEL GOBIERNO 
 FEDERAL.  
 

 El Estado de derecho contemporáneo se caracteriza por elevar el 
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derecho a la categoría de fundamento de su existencia y de cauce 

imprescindible de su actividad, esto presupone la existencia de un aparato 

organizado que desempeña la tarea de aplicar y mantener el orden jurídico; en 

lo particular, dicho aparato organizado comprende a las instituciones de la 

justicia, es decir, los tribunales y otros órganos relacionados y afines.   

Por otra parte, ya que el derecho constituye un elemento vital y dinámico 

de la vida del Estado, ello presupone también la existencia de planes, 

programas, propuestas y políticas relacionadas con el funcionamiento del 

derecho y del aparato organizado de la justicia. Esto se debe, entre otras 

razones, a que el derecho se ha convertido en instrumento de la política, lo cual 

es de suma importancia no sólo en la acción cotidiana del Estado, sino también 

cuando, como ocurre en nuestro país, el derecho es un factor simbólico de 

modernización y cambio. 

 

Dicho en otras palabras, en el Estado contemporáneo, el orden jurídico 

depende del cumplimiento de funciones de administración y de política (policy) 

—es decir, una línea de acción continuada y consistente que pretende lograr 

determinados objetivos— denominada esta última precisamente “política 

jurídica”.15 En términos generales, en un gran número de países dichas 

funciones han sido tradicionalmente desempeñadas por el Ministerio o 

Secretaría de Justicia. En su manifestación concreta, y dependiendo de las 

cambiantes circunstancias históricas, dicho órgano del Ejecutivo se ha 

encargado, entre otras, de tareas como las siguientes:  

 el gobierno y la administración de los tribunales;  

 la administración del estatuto profesional de jueces y funcionarios 

judiciales;  

 la dirección de la institución del Ministerio Público;  

 la vigilancia de la regularidad de la impartición de justicia;  

 la administración del sistema penitenciario;  

 el estudio y la propuesta de reformas al ordenamiento jurídico;  
                                                 
15 Cossío Díaz, José Ramón. El Derecho como técnica social y la política jurídica. Insomnia. México. 
Número 3, octubre de 1995, pp. 191-203. 
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 la administración de la defensoría de oficio.  

En México, la Secretaría de Justicia llevó una vida azarosa, y no del todo 

desprovista de frutos, entre la consumación de la Independencia, en 1821, y su 

supresión en 1917 por el Congreso Constituyente de Querétaro, por razones 

poco claras, pero eficaces, pues la Secretaría no se ha restablecido hasta la 

fecha. Sus funciones se dispersaron y desarticularon al pasar a otras 

dependencias e instituciones, situación insatisfactoria que en, al menos una 

ocasión, generó una importante discusión sobre la conveniencia de 

restablecerla sobre otras bases, pero que no prosperó. 

La renovada importancia del Estado de derecho y de la justicia en el 

discurso político,
 
tuvo una primera materialización en la trascendente reforma 

en materia de seguridad pública, procuración y administración de justicia de 

diciembre de 1994. Dicha reforma creó el Consejo de la Judicatura Federal 

como órgano del Poder Judicial de la Federación encargado de la 

administración, vigilancia y disciplina de dicho Poder, con excepción de la 

Suprema Corte. Todo ello ofrece un motivo oportuno para poner nuevamente 

sobre el tapete de la discusión, si no la necesidad del restablecimiento de la 

Secretaría, sí el examen de las funciones de administración y política respecto 

del derecho y del aparato de la justicia que deben cumplirse en el marco de la 

reforma del Estado.  

 

Al menos desde la consolidación del régimen presidencial en los años 

treinta del presente siglo, la política jurídica, como otros sectores de la política, 

pasaron a depender, casi exclusivamente, de la voluntad presidencial. La 

Presidencia de la República y sus dependencias directas monopolizaron 

prácticamente la política jurídica a través de las iniciativas de reformas 

constitucionales y legales. Cada presidente de la República ha buscado 

legitimar su programa de gobierno y sus políticas a través de la reforma de la 

Constitución y de las leyes, lo que en algunos casos asumió proporciones de 

manía o de revolución. 

Lo anterior tuvo la desafortunada consecuencia, que empieza a 
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revertirse de manera reciente, de inhibir la capacidad de iniciativa, formal e 

incluso informal, de otros órganos e instituciones. Sin duda, estos órganos e 

instituciones conservaron algún grado importante de influencia que les permitió 

hacer propuestas y opinar sobre las políticas y los programas del gobierno, 

pero no de forma abierta y pública. En cambio, ciertos grupos profesionales del 

derecho no han dejado de someter propuestas a la discusión pública, aunque a 

costa de una cierta ineficacia. 

 

Desde un punto de vista formal, el Ejecutivo Federal está obligado, en 

términos de la Ley de Planeación, a formular, previa consulta pública, el Plan 

Nacional de Desarrollo sexenal, en el que se expongan y describan las grandes 

estrategias y líneas de acción de la política del gobierno. El Plan Nacional de 

Desarrollo 1995-2000, en su capítulo relativo al Estado de derecho, propone 

estrategias y líneas de acción en las siguientes materias:  

 Seguridad pública;  

 Lucha contra el crimen organizado;  

 Mejoramiento de la procuración de justicia;  

 Control del uso de los recursos públicos;  

 Seguridad jurídica de la propiedad;  

 Respeto a los derechos humanos;  

 Justicia a los pueblos indígenas.  

 

 En la materia específica de impartición de justicia, dichas estrategias y 

líneas comprenden:  

 Acciones de coordinación y apoyo a los gobiernos de los estados;  

 Promoción de la calidad profesional de jueces y magistrados;  

 Revisión sistemática de las normas del ordenamiento jurídico;  

 Revisión de las disposiciones que regulan la ejecución de las sentencias;  

 Introducción de mecanismos alternativos de resolución de conflictos;  

 Fortalecimiento de la justicia de paz;  

 Apoyo a las acciones que garanticen el acceso a la justicia;  

 Fortalecimiento de las vías jurisdiccionales de control de los actos de 

autoridad.  
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 El Plan Nacional debe desarrollarse a través de programas sectoriales, 

institucionales, regionales y especiales, entre los que se encuentran el 

Programa Nacional de Procuración e Impartición de Justicia 1995-2000 y el 

Programa de Procuración de Justicia del Distrito Federal 1995-2000.16 
En lo 

particular, al Programa Nacional citado le corresponde especificar los objetivos, 

prioridades, estrategias y políticas que regirán las actividades del sector 

procuración e impartición de justicia para el periodo de que se trata. Participan 

en el ámbito de la procuración de justicia en materia penal:  

 la Procuraduría General de la República;  

 la Procuraduría General de Justicia Militar.  

 

En el ámbito de la impartición de justicia participan: 

 La Junta Federal de Conciliación y Arbitraje;  

 El Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje;  

 El Tribunal Superior Agrario;  

 El Supremo Tribunal de Justicia Militar;  

 El Consejo de Menores.  

 

 Si bien de manera desigual, cada una de estas instituciones realizó un 

diagnóstico de su situación particular y propuso objetivos y prioridades, así 

como estrategias y políticas específicas.
 
Resulta importante hacer notar, por 

una parte, que todas estas instituciones dependen del Poder Ejecutivo Federal, 

así sea de manera formal, pero no son todas las que tienen atribuciones en 

materia de justicia; podrían mencionarse, por ejemplo, la Procuraduría Federal 

del Consumidor o la Procuraduría Agraria, de modo que el Programa Nacional 

no considera a todos los organismos relevantes ni establece políticas uniformes 

para todo el sector. Por otra parte, al mismo tiempo, el Programa establece 

objetivos de alcance muy general en la materia, que afectarían también el 

campo de acción de las instituciones que no dependen del Ejecutivo, pero 

                                                 
16 Programa Nacional de Procuración e Impartición de Justicia 1995-2000, México, PGR, 1996. 93 pp., y 
Programa de Justicia para el Distrito Federal 1995-2000, en Diario Oficial de la Federación de 11 de 
marzo de 1996, primera sección, pp. 33-64. 
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respecto de los cuales no se determina qué organismo pueda realizar las 

tareas que ellos implican, así como tampoco se definen los medios ni los 

mecanismos de apoyo y coordinación que se requieren.  

En este apartado se examina, de manera ejemplificativa y esquemática, 

tres órganos públicos que desempeñan funciones importantes en materia de 

política del derecho y de la justicia. No se quiere decir, pues, que otros órganos 

no tengan o no puedan adquirir responsabilidades en este sentido, como sería 

el caso, especialmente significativo, del Congreso de la Unión. 

a) La Procuraduría General de la República.  

La Procuraduría General de la República es una institución que 

desempeña una multiplicidad de funciones que le permiten asumir un papel 

destacado, aunque parcial, en la formulación e implementación de la política 

jurídica del gobierno, especialmente en materia de justicia. Así, la Procuraduría 

General de la República no sólo encabeza la institución del Ministerio Público, 

sino que, como tal, también le corresponden: la vigilancia de la 

constitucionalidad y la legalidad en el ámbito de su competencia; la promoción 

de la pronta, expedita y debida procuración e impartición de justicia; la 

intervención ante las autoridades judiciales cuando la Federación sea parte, así 

como en las controversias constitucionales y las acciones de 

inconstitucionalidad; la propuesta al Ejecutivo Federal de proyectos de 

iniciativas de ley y de reformas legislativas en el ámbito de su competencia, así 

como de medidas de mejoramiento de la procuración e impartición de justicia, 

entre otras funciones.
 
Hasta diciembre de 1994, el procurador general de la 

República fue también, por disposición constitucional, consejero jurídico del 

gobierno federal. 

 

Sin embargo, la participación de la Procuraduría en la formulación, 

coordinación e implementación de la política jurídica ha dependido 

fundamentalmente de la importancia que el gobierno, es decir, el presidente en 

turno, haya querido otorgar a la reforma y modernización del ordenamiento 
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jurídico y de la justicia, y al modo en que dicha política se haya diseñado y 

llevado a cabo.  

Actualmente, el mayor desafío que enfrenta la Procuraduría, aparte de 

su reforma interna, que es un proceso que continúa
 
y de su intervención en 

sonados procesos penales relacionados con la política, es el de la delincuencia 

organizada. El primer procurador en ese periodo de gobierno, quien era un 

miembro destacado de un partido de oposición, el Partido Acción Nacional 

(PAN), promovió y logró la aprobación, aunque con numerosas modificaciones 

en el Congreso, de una importante: 

b) La Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal. 

 

Como se dijo anteriormente, la reforma constitucional de diciembre de 

1994 dispuso que la función de consejo jurídico del gobierno, que hasta ese 

momento era atribución del procurador general de la República, pasara a la 

dependencia del Ejecutivo Federal que la ley señalara. Fue así que mediante 

reforma a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,17 se creó la 

Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal, la cual sustituyó a la Dirección 

General de Asuntos Jurídicos de la Presidencia de la República.  

 

Además de dar opinión y asesoría al presidente de la República, revisar 

desde el punto de vista jurídico los actos e instrumentos que éste expida y de 

representarlo en los juicios que intervenga, la Consejería Jurídica desempeña 

las siguientes funciones en materia de política jurídica del Ejecutivo Federal:18 

 Coordinar los programas de normatividad jurídica de la administración 

pública federal y procurar la congruencia de los criterios jurídicos de sus 

dependencias y entidades;  

 Presidir la Comisión de Estudios Jurídicos del Gobierno Federal, 

integrada por los responsables de la unidades de asuntos jurídicos de las 

                                                 
17 Diario Oficial de la Federación del 15 de mayo de 1996. 
18 Artículo 43 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
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dependencias y entidades de la administración pública federal, para la 

coordinación en materia jurídica entre dichas dependencias y entidades;  

 Participar con otras dependencias competentes en la actualización y 

simplificación del orden jurídico;  

 Prestar apoyo y asesoría en materia técnico jurídica a las entidades 

federativas que lo soliciten.  

 

Cabe señalar que dicha Consejería no tiene a su cargo la elaboración de 

todas las propuestas de regulación jurídica a cargo del gobierno federal, sino 

que son las distintas entidades de éste a las que, como organismos técnicos, 

les corresponde estudiar y formular dichas propuestas. Sin embargo, se 

entiende que corresponde a la Consejería una importante participación en 

dicho proceso.  

 

c) La Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH)  

Desde su creación por decreto presidencial en 1990, la CNDH ha 

desarrollado una activa labor que ha contribuido a poner al descubierto muchas 

de las graves deficiencias de la justicia mexicana, sobre todo en el ámbito 

penal, por lo que los abusos policíacos o el lamentable estado y funcionamiento 

del sistema penitenciario, por poner dos ejemplos, han sido uno de los focos 

permanentes de su actividad.  

 

Entre sus atribuciones, la CNDH cuenta expresamente con la de 

proponer a las autoridades públicas del país cambios y modificaciones a 

disposiciones legislativas y reglamentarias, así como a prácticas 

administrativas, que redunden en una mejor protección de los derechos 

humanos.19 Con tal fundamento, la CNDH ha elaborado importantes 

propuestas de cambios jurídicos, que más tarde fueron presentadas por el 

Ejecutivo al Congreso y aprobadas por éste, sobre todo en materia de justicia 

penal.20 
Cabe resaltar que algunas de dichas propuestas lograron la 

modificación de disposiciones y prácticas que habían resistido la crítica de la 

                                                 
19 Ley de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, artículo 6º, fracción VIII. 
20 Madrazo, Jorge. Derechos Humanos. El Nuevo enfoque mexicano. México, FCE, 1993. pp. 85 y ss. 
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doctrina y los ataques de los organismos defensores de los derechos humanos 

durante largo tiempo, lo cual comprueba la importancia de la opinión pública en 

la definición e implementación de la política jurídica. Por otra parte, la CNDH ha 

iniciado también una importante línea de publicaciones, que incluyen estudios y 

propuestas elaborados en el seno de la Comisión, con vocación de convertirse 

en normas positivas.  

d) Situación actual de la política jurídica.  

Como se advierte del somero repaso anterior, si bien existen en México 

órganos e instituciones con capacidad de propuesta y de coordinación de la 

política jurídica, sobre todo en materia de justicia, parece seguir haciendo falta 

un organismo que impulse, coordine y dé mayor efectividad a los esfuerzos y 

proyectos en tal sentido. Dicho en otras palabras: se requiere un organismo 

que, a la manera de los Ministerios o Secretarías de Justicia de otros países, 

sea responsable de la política jurídica como función de gobierno.  

 
La Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal es la dependencia del 

gobierno cuyas atribuciones más se aproximan a las que definen dicha función. 

Sin embargo, desde otra perspectiva, tales atribuciones resultan limitadas 

todavía. Lo más importante es que este órgano promueva una política jurídica 

en todas las áreas, tanto en las que no se encuentran a cargo de ninguna otra 

dependencia en lo particular, como en las que sí lo están. En este último 

supuesto caso debe intervenir en el proceso de cambio jurídico de tal modo 

que las propuestas resultantes sean identificables como una verdadera política 

de gobierno (es decir, también en el sentido de politics); no sólo como 

propuestas técnicas más o menos convenientes, sino del mismo modo como 

existe (o debe existir) una política económica, una política social, una política 

exterior, etcétera.  

En otros términos: la Consejería debe convertirse en el órgano de la 

política jurídica del gobierno y no sólo del Ejecutivo federal, del presidente de la 

República, aunque aquella dependa en última instancia de éste. Si bien estos 

ya no parecen ser los tiempos del presidencialismo omnímodo, lo que deja 

importantes espacios a la iniciativa de otros actores institucionales, nos parece 
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que existen importantes áreas de la política jurídica, como es el caso de la 

reforma de la justicia, anunciada precisamente como prioritaria por el presente 

gobierno federal, pero también de una buena parte de las estrategias y líneas 

de acción a que se refiere el Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000, que no 

parecen recibir, de manera visible, la atención que ameritan. Lo anterior no es 

un problema de descuidos individuales, sino de definición de políticas, esto es, 

de valores, de objetivos y de los medios necesarios para llevarlos a cabo.
 
 

 

1.10 EVOLUCIÓN DEL CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO. 
 

 El Ministerio Público mexicano tiene antecedentes o raíces diferentes, de 

diversas procedencias; el primer dato a considerar es el promotor fiscal de la 

Colonia. Éste llegó al México independiente; representa la huella de las viejas 

instituciones coloniales que la insurgencia quiso desarraigar, pero que 

persistieron hondamente en el derecho común y en la organización judicial. 

Cuando nuestro país, como otros muchos, advino a la independencia, se afanó 

en la construcción de nuevas instituciones políticas, pero dejó pendiente por lo 

pronto porque quizás no tenía la necesidad o la energía para hacer otra cosa la 

recreación del orden jurídico ordinario. Los derechos penal y civil de la Colonia 

subsistieron largamente en el México independiente. Lo mismo ocurrió en 

muchas instituciones jurisdiccionales, como la del promotor fiscal, que se 

sostuvo hasta bien entrado el siglo XIX. 

 

 El segundo dato importante en esta relación es el Ministerio Público 

francés, que a diferencia del promotor fiscal, que es huella de las viejas 

instituciones españolas, el Ministerio Público francés implica la presencia en 

nuestro escenario histórico de las nuevas instituciones vinculadas a la Europa 

liberal, que la independencia quiso arraigar.  

 

Se diría que los hombres que poblaban México en aquella etapa del 

siglo XIX heredaron al promotor fiscal, pero desearon al Ministerio Público 

francés. Así, paulatinamente lo incorporaron en la corriente de las instituciones 

republicanas. Seguramente pensaban que en el país de su origen moderno, 
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Francia, el Ministerio Público había contribuido a desmontar el antiguo régimen 

inquisitivo y a separar al acusador del tribunal.  

 

El sistema inquisitivo tradicional integraba todas las funciones 

procesales en un sólo órgano, el tribunal, que asimilaba la defensa y la 

acusación. El Ministerio Público implica la desagregación de estas funciones, y 

por lo tanto de estos órganos; se independiza la función de acusar con 

respecto a la de juzgar. En suma, se extrajo del tribunal al acusador.  

 

De aquellos años franceses, en el final del siglo XVIII y el inicio del XIX, 

nos llega una bella expresión de Portalis, uno de los juristas más celebrados de 

su tiempo, que concurrió en la construcción del derecho moderno de Francia. 

Al examinar la institución del Ministerio Público, escribió: ‘‘El Ministerio Público 

da un órgano a la ley, un regulador a la jurisprudencia, un consolador apoyo a 

la debilidad oprimida, un formidable acusador a los malhechores, una 

salvaguarda al interés general, en fin, una suerte de representante al cuerpo 

entero de la sociedad’’. ¡Qué magnífica visión sobre el Ministerio Público, y qué 

espléndida misión asignada a un organismo que estaba naciendo! Éste es el 

Ministerio Público que miró Portalis en los albores del siglo XIX; yo diría: éste 

es el Ministerio Público que quisiéramos tener en México al cabo de este siglo 

XX que ya se nos va de las manos y en los inicios del siglo que llega.  

 

Un tercer elemento en la formación del Ministerio Público mexicano es, 

al decir de algunos, la procuratura soviética; ésta fue una institución del 

derecho soviético, que se ha desmantelado, relacionada con el principio de 

legalidad y la defensa de los derechos de los ciudadanos. No me atrevería a 

decir si en la realidad estricta, bajo lo que hemos llamado el socialismo real, la 

procuratura funcionó como defensora, escudo o garantía de los derechos de 

los ciudadanos, pero esa fue la procuratura, y hay quienes dicen que pudo 

haber llegado hasta nuestra República e influido de algún modo en el desarrollo 

del Ministerio Público mexicano, durante el siglo XX.  

 

Otro elemento relevante es el Attorney General de los Estados Unidos, 

es decir, el abogado general, el ministro de Justicia o jefe del Departamento de 
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Justicia, procurador, gran fiscal. Éste influyó ciertamente en la organización y 

en las funciones del Ministerio Público, particularmente en la Procuraduría 

General de la República. En la historia constitucional de los Estados Unidos, el 

Attorney General apareció prácticamente cuando nacía la federación 

americana. El primer procurador fue también el primer consejero jurídico del 

presidente de los Estados Unidos de Norteamérica, Jorge Washington.  

 

Por último, dato germinal en la constitución del Ministerio Público de 

nuestro tiempo reside en las diversas experiencias, realidades y requerimientos 

nacionales, que son el dato mexicano de nuestra institución. Recordemos que 

la justicia, los órganos de ésta, todo lo que se halla en el claroscuro alrededor 

de ese tema, figuró entre las cuestiones básicas de la Revolución Mexicana. 

Con una gran frecuencia destacamos que esta Revolución tuvo que ver con las 

reivindicaciones agrarias y con las reclamaciones obreras del proletariado 

naciente; desde luego, tuvo que ver con estas reivindicaciones. Pero también 

tuvo que ver con la justicia.  

 

La justicia del porfiriato fue quizás, como lo había sido la justicia de los 

borbones en Francia, al cabo del siglo XVIII, uno de los factores que más 

intensamente agitó las conciencias y provocó la ira, el deseo de subversión de 

los revolucionarios, allá y aquí. El régimen porfiriano, que algunos celebran, 

tuvo una justicia brutal y corrupta, contra la que también se insurgió el pueblo 

mexicano. Todo lo que significara tribunales, policía, cárceles, jefes políticos, 

leyes penales y Secretaría de Justicia, fue impugnado a fondo por los 

revolucionarios de 1910 y lo sería por los revolucionarios constituyentes de 

1917.  

 

Ahora bien, si se miran las cosas como aparecieron en las 

deliberaciones del Congreso de 1916-1917, el descrédito generalizado de la 

justicia, sus órganos y sus procedimientos no había alcanzado al Ministerio 

Público, que sería visto como institución revolucionaria en un doble sentido: 

primero, como un instrumento para demoler la justicia penal del porfiriato; 

luego, en su forma definitiva, como una construcción característica casi 

emblemática de la Revolución Mexicana.  
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Eso se mira en el planteamiento dual de Carranza a propósito del 

artículo 21 de la Constitución, ampliamente conocido y que sólo evocaré 

brevemente, recordemos que cuando Carranza envió su mensaje al 

Constituyente de Querétaro, destinó sustanciosos párrafos a la exploración de 

la justicia prevaleciente y a la propuesta de un precepto que, con distintas 

modificaciones, sería el artículo 21 en vigor. Se deslindaba tajantemente el 

quehacer investigador, persecutorio, del Ministerio Público, del quehacer 

juzgador del tribunal.  

 

En su mensaje sobre el artículo 21, luego secundado por los oradores 

que participaron en el Congreso de Querétaro, Carranza daba cuenta y razón 

de los enormes abusos cometidos por la judicatura del porfiriato, 

particularmente por los jueces instructores en materia penal que se 

encontraban a la cabeza de la función y de los organismos de la llamada 

policía judicial, entendida como función y como conjunto de órganos a los que 

se asignaba esta función.  

 

Al exhibir las lacras y deficiencias de los órganos jurisdiccionales en 

materia penal, Carranza exaltaba las virtudes del Ministerio Público y pretendía 

gran instancia revolucionaria que este Ministerio Público asumiera en lo 

sucesivo la tarea de investigar, integrar averiguaciones y perseguir el delito, 

ejercitando la acción penal ante los tribunales. En sus manos estaría 

garantizada esta actividad. Por ello se dijo: el Ministerio Público será garantía 

de la libertad. He aquí una frase muy semejante a la de Portalis, pero acaso 

muy distante de la que podríamos escuchar de los mexicanos si les pidiésemos 

un juicio sobre el Ministerio Público del presente. Aquello fue lo que quiso crear 

Carranza. Destaquemos que el Ministerio Público no se hallaba desprestigiado, 

sino altamente prestigiado, y por eso el Constituyente de 1917 lo colocó en el 

centro de las nuevas instituciones de la justicia penal que asumía la República 

Mexicana.  

 

Por lo que toca al aspecto orgánico, ha ocurrido y persiste la integración 

del Ministerio Público en el Ejecutivo Federal, con rasgos propios. Éste es, por 
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cierto, uno de los grandes temas polémicos en torno al Ministerio Público 

mexicano. ¿Dónde debe instalarse? ¿En el Poder Ejecutivo, la administración? 

¿En el Poder Judicial? ¿Debe integrar un ente distinto y distante de estos dos, 

hasta constituir una especie de cuarto poder? ¿Qué es lo razonable? ¿Qué es 

lo pertinente y debido?  

 
Para contestar, no olvidemos que en México ya recorrimos parte de esa 

historia, que algunos analistas quisieran repetir. Vale la pena recordar que ya la 

vivimos, porque antes de 1917 el Ministerio Público estuvo integrado entre las 

instituciones judiciales, es decir, formó parte del Poder Judicial. Así que esa 

historia la vivimos ya, y parece que no tuvo el éxito que sus partidarios de 

entonces y de ahora han querido atribuirle; tales son, al menos, los datos que 

arroja la historia.  

 

Si buscamos en nuestra Constitución Política el precepto que se refiere 

al procurador general de la República y al Ministerio Público federal, lo 

hallaremos entre las normas correspondientes al Poder Judicial. No deja de 

extrañar que estas figuras, claramente integradas en el Poder Ejecutivo, ese 

procurador, que forma parte del gabinete presidencial, y esa institución del 

Ministerio Público, que tiene un carácter tan acusadamente administrativo, 

estén sin embargo alojados en una norma que a su vez se localiza entre los 

preceptos sobre el Poder Judicial. Sin embargo, el motivo es evidente: se trata 

de un arrastre histórico, porque alguna vez el Ministerio Público formó parte del 

Poder Judicial. Alguna vez el procurador general de la República y el fiscal 

general de la nación fueron magistrados diferentes entre sí de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, con el rango de ministros; fue en 1900 que se 

les extrajo de la Suprema Corte de Justicia y se les convirtió en un solo 

funcionario, con un conjunto de funciones, incorporado en el Poder Ejecutivo. 

En suma, la historia de la pertenencia del Ministerio Público al Poder Judicial la 

hemos vivido ya; vale la pena tomarlo en cuenta.  

 
También hay que considerar que el Ministerio Público presenta, sin 

embargo, una serie muy importante de datos característicos que lo separan de 

las demás dependencias y figuras del Ejecutivo, federal o local, según sea el 
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caso. Esto se pone de manifiesto si advertimos que prácticamente desde 

siempre el Ministerio Público, figura distinta de las demás que concurren en el 

Poder Ejecutivo, ha tenido sus propias leyes orgánicas, llamadas con el 

nombre del Ministerio Público o con la denominación de las procuradurías 

General de la República, General de Justicia del Distrito Federal o generales de 

las entidades federativas.  

 

La función de procurar justicia fue solamente mencionada en la Ley de 

Secretarías y Departamentos de Estado, y lo es en la Ley de la Administración 

Pública Federal, pero posee sus propias leyes, como un implícito 

reconocimiento de que apareja algo diferente de otras instituciones, entidades, 

dependencias, órganos u organismos que también se encuentran encuadrados 

en el Poder Ejecutivo.  

 

El Ministerio Público debe ser un magistrado de la ley, y en este sentido 

no depende más que de la norma, sólo a ella se pliega, al igual que en sus 

orígenes. Puede estar vinculado presupuestamente o en algunas de sus 

políticas y programas al presidente de la República o a los gobernadores de los 

estados, según el fuero que venga al caso, pero en el desempeño de sus 

funciones esenciales sólo se somete a una autoridad digámoslo así, y esa 

autoridad es la ley.  

 

Cuando el Ministerio Público asume y desempeña el decantado 

monopolio que durante muchos años tuvo y que acaba de perder en el ejercicio 

de la acción penal, únicamente se disciplina a las disposiciones de la ley. El 

presidente de la República o el gobernador de una entidad federativa no son 

jefes de agentes del Ministerio Público; no encarnan la institución del Ministerio 

Público; son personajes externos y ajenos a ella; no pueden sustituir con su 

voluntad política las decisiones que sólo incumben al Ministerio Público, que 

actúa responsablemente en el desempeño de sus atribuciones 

constitucionales.  

 
A partir de las reformas de 1994-1995, la designación de procurador 

general de la República, por ejemplo, corresponde al presidente de la 
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República, pero se debe contar con la confirmación del Senado; es decir, surge 

aquí un acto complejo en el que intervienen dos poderes de la Unión, a 

diferencia de lo que anteriormente ocurría. Esto se ha establecido para la 

designación del funcionario, pero no para su remoción. Y todo hace suponer 

que lo mismo sucederá, en su momento, a propósito del procurador general de 

justicia del Distrito Federal, en la medida en que además de intervenir el Poder 

Ejecutivo o el gobernador del Distrito Federal, deberá hacerlo también, de 

alguna manera, la Asamblea Legislativa, que ciertamente es otro poder.  

 

Entre los problemas que la nueva regulación suscita, figura el hecho de 

que así se lanza la designación del Procurador al flujo de las consideraciones 

partidarias; se obliga a conciliaciones, concertaciones, negociaciones. En una 

democracia, éstas son indispensables en prácticamente todas las tareas de la 

nación, el Estado o el gobierno, pero deben ser vistas con preocupación 

cuando se trata de procurar justicia.  

 

En el proceso social, cuya materia correspondió a la justicia común, han 

aparecido los tribunales laborales y los agrarios. Nuestras juntas de 

conciliación y arbitraje y los actuales tribunales de la justicia agraria se hallan 

más cerca del espacio del Poder Ejecutivo que del Poder Judicial en cuyo 

capítulo constitucional no figuran, sin perjuicio de la autonomía cabal que se les 

atribuye. En el proceso privado también hay órganos de arbitraje, que se han 

multiplicado para relevar, sanamente por cierto, a los órganos de la justicia 

común. Así, lo que comenzó siendo el solo mundo homogéneo de la 

administración de justicia, es ahora un mundo heterogéneo, proteico, diverso, 

poblado por tribunales de distintas especialidades, independientes los unos de 

los otros y formalmente extraídos del Poder Judicial.  

 

Por lo tanto, el Poder Judicial, como lo diseña la Constitución, implica un 

concepto insuficiente. Lo que tenemos realmente es un poder jurisdiccional, 

pues el Poder Judicial, es decir, la Suprema Corte de Justicia, los tribunales 

colegiados, los tribunales unitarios, los juzgados de distrito, son apenas una 

parte en el universo de los órganos que administran justicia. Hay otras 

instituciones que hacen exactamente eso; pueden ser formalmente 
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administrativas o no, como se quiera, pero son materialmente jurisdiccionales, 

fuera de toda duda.  

 

Entonces, quizás convendría dar el paso siguiente en la doctrina de la 

separación de funciones y admitir que al lado de los poderes ejecutivo y 

legislativo, hay un poder al que ya no llamaríamos judicial, sino jurisdiccional, 

que engloba a todos estos órganos, cuya función material es jurisdiccional y 

que tiene como propósito, por lo tanto, decir el derecho en el caso concreto, 

resolver las controversias, dirimir los litigios.  

 

En fin, hay un buen número de procuradurías, con distintos nombres, 

que han aparecido a lo largo de nuestro siglo XX. Dejaron atrás a las 

procuradurías tradicionales, las procuradurías generales de justicia. Eso es lo 

que ha ocurrido en lo que respecta a las atribuciones del Ministerio Público.  

 

Hasta los años setenta, seguía habiendo en México leyes del Ministerio 

Público, federal y del fuero común; luego pasamos a las leyes de las 

procuradurías generales de justicia, lo cual parece mucho más correcto, porque 

en éstas no se halla solamente el Ministerio Público, sino también otras 

instituciones que no forman parte de aquél, aunque le auxilien en la práctica de 

ciertas funciones, como pueden ser la policía judicial y los servicios periciales.  

 

En la evolución normativa, hemos pasado de las leyes-reglamento a las 

leyes con reglamento. De esto es un ejemplo consumado, la ley en vigor para 

el Distrito Federal, expedida y publicada en este mismo año 1996. Hasta los 

años setenta, la técnica seguida en la regulación de las procuradurías incluía 

en las leyes del Ministerio Público o de las propias procuradurías prácticamente 

todas las dependencias internas: ahí se establecían las direcciones generales y 

todas las unidades técnicas y administrativas, con la suma de sus atribuciones 

rigurosamente acotadas. Esto hacía que aquellas leyes fuesen disfuncionales, 

o dicho de otra forma, que resultara necesario practicar reformas legislativas 

cada vez que era preciso o conveniente crear una unidad administrativa; 

necesidad, ésta, cada vez más frecuente en instituciones como la del Ministerio 

Público que cambian de prisa.  
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La evolución de nuestro derecho administrativo, consecuente con el 

desarrollo de las instituciones de la Administración Pública, determinó una sana 

mudanza: las leyes orgánicas de las procuradurías en las que se recogerían las 

atribuciones de éstas y se fijarían las bases generales de organización; los 

reglamentos correspondientes, a veces uno sólo para toda la institución, a 

veces varios, uno para la institución y alguno o algunos para ciertos órganos 

suyos, como la policía judicial, para regular, precisamente en el peldaño 

reglamentario, la organización y la estructura de estas otras unidades; y 

finalmente, numerosos acuerdos, circulares y manuales de organización y 

procedimientos. Así las cosas, como dije, de las leyes-reglamentos, que 

incorporados en materia típicamente reglamentaria, hemos pasado a las leyes 

con reglamento. Este es el caso en el Distrito Federal.  

 

Otra cosa hay que señalar, muy importante, en esta evolución normativa. 

De las leyes con atribuciones escasas, muy concentradas en las cuestiones 

penales, se ha transitado a las leyes de amplio contenido o de extensa 

pretensión, una pretensión que será preciso trasladar a la realidad cotidiana de 

un Ministerio Público generalmente agobiado por el enorme peso de la 

urgencia penal, particularmente la averiguación previa, y un poco menos los 

otros temas de la justicia penal.  

 

A partir de las leyes federales y del Distrito Federal de 1983, se reunió 

tanto en la correspondiente a la Procuraduría General de la República como en 

la relativa a la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, el conjunto 

de las atribuciones que debe realizar el Ministerio Público, tomándolas de los 

distintos ordenamientos en los que se hallaban depositadas. Es esto lo que 

ahora nos lleva, contrariamente a lo que alguna vez ocurrió, a hablar de que 

además de su función persecutoria en materia penal, el Ministerio Público tiene 

otras funciones también estampadas en la ley orgánica: defensa de la legalidad 

y de la constitucionalidad; participación en la prevención del delito, que no es 

persecución, obviamente, sino un momento previo y quizás tan importante o 

acaso más que el otro; participación en la tutela de los menores e 

incapacitados, es decir, de los desvalidos; defensa de intereses sociales, que 
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no puedan ser actuados ante los tribunales por no corresponder a un sujeto 

titular, y algunas otras misiones que el día de mañana pudieran germinar, como 

una buena semilla plantada en buena tierra.  

 

En ese conjunto se halla uno de los horizontes más promisorios del 

Ministerio Público, si no naufraga bajo el embate de sus adversarios. Pienso 

ahora en lo que los procesalistas de los últimos lustros han llamado los 

intereses difusos; intereses que todos compartimos como miembros de una 

sociedad, pero que nadie puede reclamar como suyos, en concepto de titular 

exclusivo. Por ejemplo, la pureza del medio ambiente, la tranquilidad en la vida 

vecinal, el acceso a los satisfactores fundamentales. Todos tenemos interés 

social, que comienza a ser también interés jurídico e individual, en que esto 

ocurra, y durante mucho tiempo no ha existido quien asuma semejantes 

intereses y los represente ante las autoridades, aun cuando algunas 

procuradurías especializadas han comenzado a hacerlo en ámbitos 

específicos. Éste podría ser un tema de rescate para el Ministerio Público, que 

ya perdió otro de enorme trascendencia: la defensa de los derechos humanos, 

a la que en seguida me referiré.  

 

El Ministerio Público pudo ser el ombudsman mexicano. Pero las vici-

situdes de nuestra vida reciente, que no tiene caso mencionar ahora, 

determinaron un gran viraje: hicieron que el Ministerio Público federal y del 

fuero común, pero particularmente el federal, perdieran esa posibilidad excelsa: 

la de ser él mismo, como agente de la legalidad, el embrión, la simiente del 

ombudsman nacional. Esta grave omisión permitió que surgiera otra institución 

bienhechora y respetable, que vino a cubrir la función desatendida, o peor 

todavía, contrariada por el Ministerio Público.  

 

La enseñanza que se desprende de esta revisión histórica, un examen 

funcional, y de otros estudios que se podrían emprender o consumar por 

quienes mejores que yo estuvieran capacitados para hacerlos, es que el 

Ministerio Público cuenta con una larga historia, una compleja raíz, y origen 

inequívoco en el México revolucionario. En su momento, significó una 

esperanza para la justicia. Así se le propuso en 1917 y así se le debiera 
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rescatar en 2007, para que perdure conforme a su naturaleza.  

 
En México, el Ministerio Público debe disciplinarse o acomodarse a las 

necesidades y las expectativas propias de este país. Habrá que mirar, por 

encima del hombro, más allá de la frontera, para ver qué novedades tienen 

nuestros semejantes y sólo tomar de ellas lo que nos convenga y convenza.  

 

Además de mirar por encima de las fronteras, la institución del Ministerio 

Público debe observar por encima de su tiempo presente, con sentido de 

trascendencia, e interrogarse y responderse: ¿qué es lo que los hombres y los 

tiempos por venir reclaman de la procuración de justicia? ¿Qué es, 

verdaderamente y a fondo, procurar justicia en este México y en la nueva 

nación que comienza a surgir? ¿Cómo debiera ser el Ministerio Público del 

futuro, antes de que se rezague nuevamente, como le ocurrió en esta última 

porción del siglo XX, y sea desplazado por otras instituciones?  
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CAPÍTULO II.  
EL MINISTERIO PÚBLICO COMO PARTE INTEGRANTE EN EL JUICIO DE 

AMPARO (SUS FUNCIONES E IMPORTANCIA). 
 

2.1   LA FUNCIÓN CONSTITUCIONAL DEL MINISTERIO PÚBLICO. 
 

Previo al análisis de las funciones que envuelven los objetivos propios 

del Ministerio Público en nuestro país, conviene precisar el desconcierto que 

existe en la denominación que se explica respecto a la preferencia que se le 

asigna a algunas de las múltiples, variadas y en ocasiones contradictorias 

funciones que se le atribuyen; actividades entre las que tiene una mayor 

aceptación, como es un hecho notorio y por todos conocido, es que el 

Ministerio Público es de origen francés, ya que cristalizó en las disposiciones 

revolucionarias de 1790, y se consolidó en el Código de Instrucción Criminal y 

en la Ley de Organización Judicial del 20 de abril de 1810; otro de los nombres 

muy divulgado en América Latina e incluso en nuestro país, al menos en 

determinadas épocas, es el de fiscal, promotor fiscal o más generalmente, 

Ministerio Fiscal, este último utilizado todavía en la legislación española, ya que 

se trata de un nombre claramente derivado de la influencia hispánica sobre 

nuestros países.  

 

Es frecuente en América Latina y por ello en México, la denominación de 

procurador general para designar al jefe del Ministerio Público, la que también 

se deriva del modelo francés; pero tiene el inconveniente de que produce 

confusión con ciertos defensores de personas o grupos sociales que se 

consideran dignos de una protección especial, tal como ocurre en nuestro país 

con los llamados procuradores del trabajo, agrarios, de menores y, 

posteriormente, también de consumidores, figuras que tienen su origen en los 

defensores jurídicos de los indígenas, según la Legislación de Indias.21 

 

Se observa en el uso de estas denominaciones, que con ellas se ha 

                                                 
21 Cfr. García Ramírez, Sergio. “Noticias sobre el defensor en el Derecho Díexicano”. Comunicaciones 
Mexicanas al VIII Congreso Internacional de Derecho Comparado (Pescara 1970), México, UNAM. 
1971. pp. 391-406 
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pretendido acentuar, según se ha dicho, el predominio de algunas de las 

atribuciones conferidas a la institución, y así podemos señalar que, con criterio 

histórico, el calificativo de fiscal se deriva de la defensa de los intereses 

patrimoniales del Estado; que el nombre de procurador general o abogado 

general traduce una preeminencia de la asesoría jurídica a los órganos del 

gobierno o a los tribunales, y que, finalmente, la de Ministerio Público, indica la 

preferencia por la investigación de los delitos y por el ejercicio de la acción 

penal, en tanto que Prokuratura nos indica que se pretende destacar la defensa 

de la legalidad socialista.  

 

Conscientes de lo anterior, estimamos que la orientación esencial de la 

institución, al menos en nuestros países, debe referirse a su configuración 

procesal, en primer término en el proceso penal, en el cual tiene una 

participación destacada, pero también en otras ramas de enjuiciamiento, y por 

eso intencionalmente utilizamos el nombre de Ministerio Público, y no los de 

procurador o de fiscal, y la conveniencia de esta denominación ya la había 

señalado el distinguido procesalista español Niceto Alcalá Zamora y Castillo en 

uno de sus primeros trabajos.  

 

Por otra parte, en cuanto al concepto más apropiado de la figura del 

Ministerio Público, se debe hacer patente de las dificultades para precisar la 

naturaleza de esta institución, que a cada momento parece escapársenos de 

las manos, pues podemos observar que se encuadra al Ministerio Público de 

diversa manera, pues en tanto que predomina, por la influencia francesa y 

angloamericana, su adscripción al poder ejecutivo, por el contrario, de acuerdo 

con la tradición histórica hispánica, varios países latinoamericanos han situado 

a los llamados fiscales o promotores fiscales como auxiliares de los tribunales 

judiciales;  además se observa una tendencia reciente para colocar al 

Ministerio Público dentro del organismo judicial, como ocurre en Italia con 

posterioridad a la Constitución de 1948,  en tanto que la Prokuratura socialista 

se considera autónoma y sólo depende, como todos los organismos públicos, 

del cuerpo legislativo, considerado éste último como órgano supremo del 

poder; de ahí que un criterio de orientación tomar en cuenta esa integración del 

Ministerio Público no lo es su origen en un determinado órgano del poder, sino 
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que deben analizarse sus atribuciones esenciales, ya que sólo de esa manera 

puede llegarse a una definición. 

 

Es preciso hacer referencia a las atribuciones de carácter procesal del 

Ministerio Público, que a nuestro entender son las más significativas, y que en 

esencia se traducen en la investigación de los delitos, el ejercicio de la acción 

penal y la representación de determinados intereses jurídicos que requieren de 

protección especial en otras ramas de enjuiciamiento; ya que de estas 

facultades, las más estudiadas son las que se refieren a la intervención del 

Ministerio Público en el proceso penal, no obstante lo cual existe un verdadero 

desconcierto en la doctrina y en la jurisprudencia sobre su situación dentro de 

la relación jurídico procesal, pues en tanto algunos autores estiman que se 

trata de sólo un sujeto procesal de carácter imparcial, otros afirman que actúa 

como una verdadera parte, si bien su interés jurídico no es personal sino 

institucional, y por ello su calidad de parte es únicamente formal o procesal.  

 

De acuerdo con la tesis adoptada, el Ministerio Público debe participar 

de distinta manera en el enjuiciamiento penal, ya que en el primer caso, es 

decir cuando se le califica de órgano imparcial, o de buena fe, posee el carácter 

de sujeto procesal, pero no el de parte en sentido material, por lo que influye 

decisivamente en la acusación, ya que puede negarse a ejercitar la acción 

penal o bien desistir de la misma o formular conclusiones no acusatorias, 

decisiones que resultan vinculantes para el juzgador, como ocurre en el 

derecho mexicano; pero si se le considera como una verdadera parte, así sea 

de carácter formal, una vez que hace valer la acción penal, no resulta lógico 

que pudiese revocarla, ya que el juzgador es el único que debiera decidir sobre 

la acusación, como ocurre en otras legislaciones.  

 

En un sistema mixto bien orientado, el Ministerio Público actúa como una 

verdadera parte, así sea desde el punto de vista formal, y por lo mismo, no 

debe tener la facultad de decidir sobre el resultado del ejercicio de la acción 

penal, ya que corresponde o debe corresponder sólo al juzgador, la resolución 

sobre la responsabilidad del acusado, pues lo contrario equivale a que el propio 

Ministerio Público pueda disponer del contenido del proceso.  
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Una situación distinta es la que se refiere a la intervención del Ministerio 

en otras ramas de enjuiciamiento, particularmente en el proceso civil, en el cual 

lo hace generalmente en defensa de los menores, de los incapacitados o de 

otros intereses jurídicos que se consideran dignos de una tutela especial, como 

son los relativos a la familia y al estado civil de las personas; ya que en tales 

casos la participación del Ministerio Público puede efectuarse como parte 

principal, subsidiaria o accesoria; por otra parte, en las ramas del proceso 

distintas de la de carácter penal, se confiere también al Ministerio Público, de 

acuerdo con la imprecisa noción de interés público o de interés social, una 

intervención como simple asesor del juzgador, formulando opiniones sobre las 

resoluciones que debe pronunciar este último, y en algunas legislaciones 

incluso se le otorga la facultad de impugnar las sentencias de segunda 

instancia a través de la llamada casación en interés de la ley, cuando las partes 

no las hubiesen combatido, todo ello con el propósito de lograr la unidad de la 

interpretación judicial. 

 

De lo expuesto, podemos concluir que la situación procesal del 

Ministerio Público en el enjuiciamiento penal, que es el más importante en 

cuanto a su intervención, se traduce en la configuración de una parte 

acusadora, así sea considerada como formal o procesal, en tanto que en otras 

ramas procesales puede actuar como parte principal, subsidiaria o accesoria, o 

bien como un simple asesor o auxiliar del juzgador, todo lo cual implica que 

estas atribuciones deben considerarse como judiciales sin que se confundan 

con la función estrictamente jurisdiccional;  ya que en todo caso, el Ministerio 

Público, en su carácter de organismo público, colabora con el juzgador para la 

resolución de controversias jurídicas, y desde este punto de vista, los 

integrantes de la institución deben estimarse como funcionarios judiciales (o 

según la terminología francesa, como magistrados), todo ello con abstracción 

de su adscripción a otro órgano del poder, como ocurre frecuentemente 

respecto del ejecutivo. 

 

Para el distinguido procesalista español Niceto Alcalá-Zamora y Castillo, 

las complejas atribuciones del Ministerio Público pueden agruparse en tres 

sectores:  
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a) como accionante o requirente;  

b) como autoridad dictaminadora o consultiva, y finalmente,  

c) como un cuerpo que desempeña funciones de índole orgánica o 

administrativa. 

 

Sin embargo,  en nuestro concepto el segundo aspecto puede 

subsumirse en las categorías restantes, si se toma en cuenta que la actividad 

dictaminadora o consultiva puede asumir un carácter judicial o administrativo; 

esta doble naturaleza del Ministerio Público es descrita con claridad por la 

doctrina francesa en cuanto atribuye a sus integrantes el doble carácter de 

funcionarios (administrativos) y de magistrados (judiciales).  

 

En tal virtud, es posible describir, ya que no definir al Ministerio Público 

como el organismo del Estado que realiza funciones judiciales ya sea como 

parte o como sujeto auxiliar en las diversas ramas procesales, especialmente, 

en la penal, y que contemporáneamente efectúa actividades administrativas 

como consejero jurídico de las autoridades gubernamentales, realiza la defensa 

de los intereses patrimoniales del Estado o tiene encomendada la tutela de la 

legalidad. 

 

No intentaremos realizar un bosquejo histórico de la evolución del 

Ministerio Público en los ordenamientos constitucionales de nuestro país, pues 

basta señalar que desde los primeros documentos fundamentales, tales como 

el Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana (expedido en 

Apatzingán en 1814) y la Constitución federal de los Estados Unidos 

Mexicanos de 1824, pasando por las siete leyes constitucionales de 1836 y las 

bases orgánicas de 1843, así como en los proyectos de 1842, se sigue la 

tradición española de integrar a los fiscales dentro de los organismos judiciales, 

con algunos intentos de crear fiscales o promotores fiscales como defensores 

de la hacienda pública y como órganos de la acusación en el proceso penal, 

pero sin establecer un verdadero organismo unitario y jerárquico. 

 

En realidad, la institución empieza a perfilarse en la carta federal del 5 

de febrero de 1857, en cuyo artículo 91, que no fue objeto de debates en el 
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Constituyente, se dispuso que la Suprema Corte de Justicia estaría integrada 

por once ministros propietarios, cuatro supernumerarios, un fiscal y un 

procurador general; todos serían electos en forma indirecta en primer grado por 

un periodo de seis años (artículo 92 constitucional), y no requerirían título 

profesional, sino exclusivamente "estar instruidos en la ciencia del derecho, a 

juicio de los electores" (artículo 93 de la misma carta federal).  

 

Las funciones del procurador general y del fiscal, adscritos a la Suprema 

Corte, fueron precisadas en el reglamento del citado alto tribunal, expedido por 

el presidente Juárez el 29 de julio de 1862, en el cual se dispuso que el Fiscal 

debía ser oído en todas las causas criminales o de responsabilidad, en los 

negocios relativos a jurisdicción y competencia de los tribunales y en las 

consultas sobre dudas de ley, siempre que él lo pidiera y la Corte lo estimara 

oportuno; y por lo que respecta al procurador general, éste debía intervenir 

ante la Corte en todos los negocios en que estaba interesada la hacienda 

pública, sea porque se discutieran sus derechos o se tratara del castigo de 

fraudes contra ella, o de responsabilidad de sus empleados o agentes, de 

manera que se afectaran los fondos de los establecimientos públicos. 

 

En la parte relativa de la exposición de motivos de la comisión redactora 

del citado título preliminar se expresó lo siguiente: "La Comisión estimó la 

conveniencia de instituir un Ministerio Público caracterizado en sus funciones 

propias, no modificando la organización de los tribunales federales, sino 

atribuyendo a algunos de sus funcionarios su verdadero carácter en los 

términos que voy a exponer (Luís G. Labastida Secretario de Justicia e 

Institución Pública): tanto en la jurisprudencia clásica como en la moderna y 

según la opinión de los jurisconsultos de las naciones más ilustradas el 

Ministerio Público es una magistratura especial encargada de velar por los 

intereses sociales de procurar la represión de los delitos, de defender los 

intereses del Estado y de cuidar la observancia de las leyes que deslindan la 

competencia de los tribunales. Partiendo de estos principios, la Comisión al 

redactar el capítulo quinto del Código de Procedimientos, no creó pues un 

Ministerio Público extraño a los componentes del Poder Judicial formado por la 

Constitución, sino que siguiendo la letra y el espíritu de ésta confió las 
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atribuciones de esa magistratura especial a quienes únicamente podían y 

debían desempeñarlas al Procurador General de la Nación, al Fiscal de la 

Suprema Corte de Justicia y a los promotores de circuito y de distrito dando a 

ese grupo de funcionarios el nombre técnico que los corresponde. En los 

Estados Unidos de Norteamérica hay un Procurador General creado por la ley 

de 24 de septiembre de 1789 (sección 3a.) que tiene el deber de promover y 

dirigir ante la Suprema Corte todos los litigios que de algún modo interesen a la 

Federación. Y hay además en cada distrito un magistrado (District Attorney), 

que desempeña los oficios de Procurador de los Estados Unidos en su 

demarcación judicial. En México la Constitución de 1857 estableció los cargos 

de Procurador General de la Nación y las leyes relativas crearon los 

promotores de los tribunales de circuito y juzgados de distrito". 

 
Ahora bien, por lo que se refiere a su regulación en el Distrito y territorio 

federales, que es el modelo que siguieron las restantes entidades federativas, 

la organización del Ministerio Publico era sumamente imprecisa; por lo que 

respecta al proceso penal, que es sin duda el aspecto más importante, debe 

destacarse lo dispuesto por la Ley de Jurados para el Distrito y territorios del 15 

de junio de 1869, la que estableció tres promotorías fiscales para los juzgados 

de lo criminal, que debían constituirse en parte acusadora y promover todo lo 

conducente a la averiguación de la verdad en los procesos penales. 

 

La influencia de la legislación francesa, que se dejó sentir vigorosamente 

en nuestro país en varios aspectos de nuestro ordenamiento jurídico a partir de 

la segunda mitad del siglo XIX, determinó una modificación sustancial en la 

estructura y funciones del Ministerio Público, en especial en materia federal, ya 

que se le sustrajo de su adscripción ante los tribunales, incorporándolo al 

Ejecutivo y, además, se le institucionalizó al crearse un organismo jerárquico y 

unitario bajo la dependencia del procurador general de la república. 

 

En efecto, por reforma constitucional del 22 de mayo de 1900 se 

modificaron los artículos 91 y 96 de la carta fundamental, suprimiendo de la 

integración de la Suprema Corte de Justicia al procurador general y al Fiscal y, 

por el contrario, se dispuso que: "los funcionarios del Ministerio Público y el 
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procurador general de la República que ha de presidirlo, serán nombrados por 

el Ejecutivo." 

 

La modificación anterior determinó, a su vez, la reforma del título 

preliminar del Código de Procedimientos Civiles Federales de 1895 antes 

mencionado, por ley del Congreso Federal promulgada el 3 de octubre de 

1900, para regular al Ministerio Público de acuerdo con el nuevo texto 

constitucional, estableciéndose en el artículo 37 del ordenamiento citado que el 

Ministerio Público estaría presidido por el procurador general de la República y 

se integraría con tres agentes auxiliares del citado Procurador, así como los 

adscritos a los tribunales de circuito y juzgados de distrito, en tanto que en el 

artículo 42 se dispuso que el procurador general de la República, los agentes y 

los demás empleados del Ministerio Público, serían nombrados y removidos 

libremente por el Ejecutivo. 

 

Por otra parte, mediante decreto expedido por el Ejecutivo en uso de 

facultades extraordinarias el 16 de diciembre de 1908, se expidió la Ley de 

Organización del Ministerio Público Federal y reglamentación de sus funciones, 

en cuyo artículo primero se dispuso que: “El Ministerio Público federal es una 

institución encargada de auxiliar la administración de justicia en el orden 

federal; de procurar la persecución, investigación y represión de los delitos de 

la competencia de los tribunales federales, y de defender los intereses de la 

federación ante la Suprema Corte de Justicia, tribunales de circuito y juzgados 

de distrito”. 

 

Según los artículos 6° y 7° del citado ordenamiento, el Ministerio Público 

federal se componía de un procurador general de la República, jefe del 

Ministerio Público; de un agente sustituto, primer adscrito; de dos agentes 

auxiliares, segundo y tercer adscrito, y de los agentes necesarios para que 

cada tribunal de circuito y cada juzgado de distrito tuvieran una adscripción; en 

la inteligencia de que el procurador general era designado y removido 

libremente por el titular del Ejecutivo, y los agentes nombrados también por el 

último, a propuesta en terna del procurador. 
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La influencia francesa se advierte todavía con mayor claridad en el 

artículo 5° de la citada ley orgánica, en cuanto estableció que el procurador 

general de la República, así como los funcionarios del Ministerio Público, 

dependían inmediata y directamente del Ejecutivo, por conducto de la 

Secretaría de Justicia. 

 

Resulta conveniente transcribir la parte relativa de la exposición de 

motivos de la referida Ley Orgánica del Ministerio Público federal de 1908, ya 

que explica con toda claridad el espíritu de la reforma constitucional de 1900: 

“… El Ministerio Público es considerado dentro de la sana doctrina científica 

como un ramaje del Poder Ejecutivo ante el Poder Judicial, de donde emana la 

necesidad de que tenga una existencia propia, independiente y enteramente 

separada de los tribunales, cuya misión de administrar justicia, de dar a cada 

uno lo que es suyo y de definir el derecho, es bien distinta. El Poder Judicial 

ejerce una función coactiva de administrar y aplicar las leyes para terminar las 

contenciones que surgen entre los miembros de la colectividad y los jueces, 

que son los órganos de la ley, no hacen el derecho sino que lo declaran, lo 

aplican juzgando en tanto que el Ministerio Público es un litigante que ejercita 

el derecho de petición en nombre de la sociedad y del Estado…” No pueden 

confundirse ni reglamentarse por la misma ley, y los preceptos que establecen 

y rigen el Ministerio Público deben ser distintos formar un conjunto separado, 

de los que establecen y rigen el poder encargado de administrar justicia. 

 

 En realidad, esta ley federal tiene su antecedente en la Ley Orgánica del 

Ministerio Público en el Distrito y Territorios Federales del 12 de septiembre de 

1903, que por vez primera institucionalizó el Ministerio Público en forma 

jerárquica, dependiente del Ejecutivo de la Unión, pero no de manera unitaria, 

pues se establecieron varios procuradores de justicia como jefes del Ministerio 

Público: uno en el Distrito Federal que también tenía competencia en el partido 

norte de Baja California y en el territorio de Quintana Roo; un segundo 

procurador para los partidos del centro y del sur de Baja California, con 

residencia en La Paz, y un tercero en el territorio de Tepic, con residencia allí 

mismo (artículo 5°).  
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Si se analizan los textos de los artículos 21 y 102 del proyecto de 

Constitución presentado por don Venustiano Carranza al Congreso de 

Querétaro ello de diciembre de 1916, se observa con claridad que, en relación 

con el Ministerio Público, son dos las principales innovaciones que se 

pretendieron introducir en dichos preceptos, separándose de la legislación 

dictada bajo la vigencia de la carta fundamental de 1857. 

 

En primer lugar, dicho proyecto se aleja del modelo francés que se venía 

aplicando, en especial después de la reforma constitucional de 1900, al 

desvincular al Ministerio Público del juez de instrucción, confiriéndole la 

facultad exclusiva de investigación y persecución de los delitos, así como el 

mando de la policía judicial, esta última transformada en un cuerpo especial, y 

no, como era anteriormente, una simple actividad efectuada por funcionarios 

administrativos, pero que también incluía al Ministerio Público e inclusive al 

juez instructor: en segundo término, al regularse en el citado artículo 102, a las 

atribuciones del procurador general de la República, además de las que se le 

habían conferido a partir de la Ley Orgánica de 1908 como jefe del Ministerio 

Público federal y representante en juicio de los intereses del gobierno de la 

federación, se añadió una nueva facultad, inspirada en la figura del Attorney 

General de los Estados Unidos, o sea la relativa a la asesoría jurídica del 

Ejecutivo federal. 

 

Fue el primer aspecto el que motivó los debates del Constituyente, 

tomando en cuenta que la situación del Ministerio Público en el proceso penal 

fue objeto de amplios comentarios en la exposición de motivos, en donde, en la 

parte que interesa se dijo: "Uno de los principales objetos de esta ley es definir 

el carácter especial que compete a la institución del Ministerio Público 

prescindiendo del concepto que la ha reputado siempre como auxiliar de la 

administración de justicia. El Ministerio Público es el representante de la 

sociedad ante los tribunales para reclamar el cumplimiento de la ley y el 

restablecimiento del orden social cuando ha sufrido quebranto al medio que 

ejercita por razón de su oficio consiste en la acción pública. Es por consiguiente 

una parte y no un auxiliar en el sentido legal de la palabra". 
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Consideramos útil transcribir la parte relativa a la citada exposición de 

motivos, ya que de la misma se desprende con claridad la reforma sustancial 

que se pretendía introducir en la nueva Constitución: 

 

En el debate que el dictamen respectivo provocó en las sesiones del 5 y 

12 de enero de 1917, la preocupación mayor versó sobre las facultades de la 

autoridad administrativa para imponer sanciones por infracciones a los 

reglamentos gubernativos y de policía, y en segundo término sobre la función 

de la policía judicial subordinada al Ministerio Público, ya que de las 

discusiones se desprende la existencia de dos conceptos sobre dicha policía, 

uno que se expresa en la exposición de motivos como un cuerpo especializado, 

y otro que afirmaron algunos constituyentes sobre la participación de las 

autoridades administrativas en la actividad de policía judicial, de acuerdo con el 

sistema tradicional, que, además, atribuía dichas facultades de investigación 

tanto al Ministerio Público como al juez de instrucción. 

 

Resulta muy significativa la intervención del distinguido jurisconsulto 

José Natividad Macías, quien explicó el sentido del proyecto para la creación 

de una policía especial, que calificó de inquisitiva para distinguirla de la 

preventiva, y que debía recibir el nombre de policía judicial, de acuerdo con el 

modelo de los Estados Unidos, en el que las investigaciones en materia penal 

se efectuaban por el Ministerio Público con el auxilio de un cuerpo de agentes 

organizados como policía judicial, y subordinados al primero.22; en las 

susodichas discusiones no se hizo referencia al fondo del problema sobre la 

función procesal del Ministerio Público, pero implícitamente se aceptaron las 

ideas expuestas en la exposición de motivos transcrita con anterioridad ya que, 

incluso, se le dio lectura en varias ocasiones. 

 

Una situación distinta se presentó respecto del proyecto del artículo 102 

de la Constitución, cuyo texto se refiere al Ministerio Público federal y a su 

titular, el procurador general de la República, ya que fue aprobado sin debate 
                                                 
22 Es muy importante el discurso pronunciado por José Natividad Macías el 5 de enero de 1917 en el 
Constituyente de Querétaro, que se consigna en la obra Derechos del pueblo mexicano, ibidem, pp. 789 Y 
790. 
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en el Congreso de Querétaro, en la inteligencia de que ese texto se conserva 

inalterable en lo sustancial, con una pequeña modificación que se introdujo en 

1940. 

 

Debe destacarse que el Congreso de Querétaro no se percató de que 

dicho precepto se encuentra situado en el título tercero, capítulo IV, relativo al 

Poder Judicial federal, no obstante que a partir de la reforma de 1900 al 

entonces artículo 91 de la carta federal de 1857, como se señaló 

anteriormente, se suprimieron los cargos de fiscal y de procurador general 

como miembros de la Suprema Corte de Justicia y se hizo depender al 

Ministerio Público federal, por conducto de su cabeza, el procurador general de 

la República, del Ejecutivo, lo que se reiteró en nuestra Constitución actual, por 

lo que seguramente por inadvertencia los constituyentes mantuvieron dicho 

artículo 102 en el capítulo del Poder Judicial, cuando debieron situarlo en el 

capítulo III, que regula la estructura y funciones del Poder Ejecutivo federal. 

 

En cuanto a la legislación expedida en relación con los dichos preceptos 

21 y 102 de la Constitución federal, ésta se desarrolla en dos direcciones: en 

primer término se expidieron varias leyes reglamentarias del Ministerio Público 

federal, en 1919, 1934, 1941 y 1955, y con mejor criterio se cambió la 

denominación en la Ley de la Procuraduría General de la República, 

promulgada el 30 de diciembre de 1974.  

 

Por lo que respecta al Distrito Federal, se expidieron las Leyes del 

Ministerio Público de 1919, 1929, 1954, cuya denominación se cambió a partir 

de 1971 por el nombre al más apropiado de Ley Orgánica de la Procuraduría 

General de Justicia del Distrito y (entonces) Territorios Federales, la que a su 

vez fue sustituida por la ley del mismo nombre para el Distrito Federal, del 5 de 

diciembre de 1977.  

 

En un segundo sector, las atribuciones del Ministerio Público como 

órgano de investigación y acusador en el proceso penal han sido reguladas por 

los diversos códigos de procedimientos penales, tanto de la federación como 

de las restantes entidades federativas, cuya mayoría ha seguido como modelo 
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el referido código federal o el del Distrito o ambos.  

 

2.2   ESTRUCTURAS Y FUNCIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO. 
 

Brevemente podemos señalar que en las diversas leyes orgánicas tanto 

del Ministerio Público, como ahora de las procuradurías respectivas, tanto en 

materia federal como en el Distrito Federal, que son las que se tomaron como 

modelo de las expedidas por las restantes entidades federativas, se advierte 

una evolución positiva en cuanto al perfeccionamiento de las dependencias 

respectivas, para transformarlas en organismos técnicos tanto de investigación 

como de acusación en los procesos penales, de intervención en los civiles, y 

para prestar asesoría a los tribunales y consejo legal a las autoridades 

administrativas. 

 

En las leyes orgánicas del Ministerio Público se advierte la preocupación 

esencial de regular de manera primordial la función de investigación y 

persecución de los delitos, y se deja en un segundo término el aspecto de la 

asesoría jurídica del gobierno, introducida expresamente para el procurador 

general de la República por el artículo 102 de la Constitución federal vigente, y 

ello no obstante que se ha modificado el nombre de estos ordenamientos para 

poner el acento en las procuradurías respectivas. 

 

Un aspecto esencial que observamos en la orientación de los citados 

códigos de procedimientos penales es la atribución al Ministerio Público del 

llamado monopolio del ejercicio de la acción penal, lo que significa que son los 

agentes de la institución los únicos legitimados para iniciar la acusación a 

través del acto procesal calificado como consignación, que inicia el proceso; y 

por el contrario, el ofendido y sus causahabientes no son partes en sentido 

estricto en el mismo proceso,  pues sólo se les otorga una limitada intervención 

en los actos relacionados con la reparación del daño o la responsabilidad civil 

proveniente del delito, pero debiendo tomarse en cuenta, además, que la citada 

reparación es un aspecto de la pena pública.  

 

Por otra parte, en el sistema procesal penal mexicano, el Ministerio 
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Público posee plena disposición sobre los elementos de la acusación, ya que 

puede negarse a ejercitar la acción penal, y una vez que la hace valer está 

facultado para formular conclusiones no acusatorias o desistirse de la propia 

acción, en el curso del proceso, incluso si estas determinaciones son 

vinculatorias para el juez de la causa, aun cuando se sometan a un control 

interno, de tal manera que la decisión final corresponde a los procuradores 

respectivos, como jefes del Ministerio Público;23 la situación de mayor 

trascendencia se presenta respecto de las conclusiones no acusatorias o el 

desistimiento de la acción penal, ya que una vez formuladas directamente o 

confirmadas por el procurador respectivo, obligan al juez de la causa a dictar 

sobreseimiento, el cual equivale a una sentencia absolutoria de carácter 

definitivo, con los mismos efectos de la cosa juzgada una vez que quede firme 

el auto respectivo; por lo que implica la libertad absoluta del acusado, el que no 

puede ser juzgado nuevamente por los mismos hechos de acuerdo con el 

principio non bis in idem establecido por el artículo 23 constitucional. 

 

Otros dos aspectos relevantes son los relativos a la intervención del 

Ministerio Público tanto en el proceso civil como en el juicio de amparo, en los 

cuales la situación del llamado representante social resulta todavía más 

indefinida. 

 

Por lo que se refiere al enjuiciamiento civil (comprendiendo en el 

mercantil), el Ministerio Público puede intervenir como parte principal cuando lo 

hace en defensa de los intereses patrimoniales del Estado, ya sea como actor 

o como demandado e incluso el artículo 102 constitucional establece la 

participación personal del procurador general de la República en las 

controversias que se suscitaren entre dos o más estados de la Unión, entre un 

estado y la federación o entre los poderes de un mismo estado, es decir, en los 

supuestos previstos por el diverso artículo 105 constitucional, y que se conocen 

por la doctrina como controversias constitucionales, pero que se han planteado 

excepcionalmente en la práctica, como la del famoso Caso Oaxaca promovida 

                                                 
23 Este es el sistema seguido por los artículos 10, fracción 11, y 21, fracción 11, de la Ley de la 
Procuraduría General de la República de 1974 Y 18, fracción XIII y 25, fracción 11, incisos a), b) y d) de la 
Ley de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, que son los modelos seguidos por los 
ordenamientos de las entidades federativas. 
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por el Procurador General de la República, y resuelta por la Suprema Corte de 

Justicia en 1932.  

 

En otro sentido, el Ministerio Público interviene en los procesos civiles en 

representación de ausentes, menores o incapacitados; también tratándose de 

quiebras y suspensión de pagos, así como en los asuntos de familia y del 

estado civil de las personas, y lo hace ya sea como parte accesoria o 

subsidiaria o como simple asesor de los tribunales al formular una opinión 

cuando existe interés público o social en el asunto correspondiente.  

 

Sin embargo, los códigos de procedimientos civiles respectivos (y 

debemos referimos otra vez de manera esencial al Código del Distrito de 1932, 

que es el que siguen un buen número de códigos de las entidades federativas, 

así como al federal de 1942) los cuales regulan la situación del Ministerio 

Público en el proceso civil mexicano, determinan de manera deficiente esta 

intervención procesal del representante social, y en la práctica su actividad es 

todavía mas restringida, pues generalmente adoptan una actitud pasiva y hasta 

indiferente y, por lo que se refiere a sus atribuciones consultivas, en la mayoría 

de los casos sus dictámenes son insustanciales, por lo que, salvo excepciones, 

los juzgadores les conceden escasa importancia, pues: además, no tienen 

carácter vinculante.  

 

Por lo que se refiere al juicio de amparo, la situación del Ministerio 

Público federal es peculiar, ya que si se prescinde de la forma en que regularon 

su intervención las leyes de amparo anteriores, la de 1936 le otorga 

expresamente la calidad de parte en su artículo 5°, fracción IV, Pero su 

intervención se ha reducido a formular un dictamen calificado de pedimento, 

cuya importancia se redujo aún más en la reforma de 1951, en cuanto se le 

facultó para abstenerse de intervenir en caso de que, a su juicio, no exista 

interés público. 

 

Tratándose sólo un órgano asesor del juez del amparo, tanto la doctrina 

como la jurisprudencia lo han calificado como parte reguladora o parte 

equilibradora, que no se toma realmente en serio por el juzgador, pues sus 
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opiniones son generalmente superficiales debido al número muy elevado de 

asuntos en los que debe intervenir, por lo que se consideran como un mero 

trámite que no influye en la decisión del tribunal respectivo.  

 

En la reforma de marzo de 1976, se pretendió rescatar la dignidad del 

Ministerio Público federal como parte en el juicio de amparo, y se le confirió la 

facultad para interponer los recursos establecidos por la misma Ley de Amparo, 

pero este intento carece de resultados prácticos, ya que su intervención 

puramente formal no le permite intervenir de manera efectiva como parte en 

sentido estricto, y por ello será muy difícil que haga valer los medios de 

impugnación respectivos, pues, como ya se dijo, la institución en cierto modo 

similar denominada casación en interés de la ley, no ha funcionado en los 

países en los cuales se ha establecido; por el contrario, la intervención del 

Ministerio Público como una verdadera parte en el juicio de amparo ha pasado 

inadvertida tanto para la doctrina como para la jurisprudencia, y ello ocurre 

cuando el artículo 180 de la ley de la materia le otorga el carácter de "tercero 

perjudicado" en el amparo de una sola instancia que solicita el acusado contra 

la sentencia condenatoria pronunciada por el juez penal ordinario y, en ese 

supuesto, se entiende que se trata del agente del Ministerio Público (federal o 

local), que ha llevado la acusación en el proceso en el cual se dictó el fallo que 

se reclama: se trata de dos actividades y dos funciones distintas, ya que 

cuando el Ministerio Público federal interviene como parte reguladora, lo hace 

únicamente como asesor o como consejero jurídico, pero cuando actúa como 

tercero perjudicado, lo hace como parte acusadora, pero en la instancia final 

del amparo. 

 

Finalmente, es preciso destacar que se le ha privado de una de las 

funciones que le dieron su nombre tradicional de fiscal o de promotor fiscal, es 

decir el de la defensa tanto judicial como extrajudicial, de los intereses 

tributarios del Estado, si se toma en cuenta que a partir del decreto del 30 de 

diciembre de 1948, que estableció la Procuraduría Fiscal de la Federación 

como dependencia de la Secretaría de Hacienda (cuya ley orgánica se expidió 

el 30 de diciembre de 1949), se otorgó a esta institución, en esencia, la defensa 

jurídica de los citados intereses tributarios de la federación, si bien no en forma 
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directa tratándose de infracciones penales contra tales intereses, pues 

entonces debe limitarse a efectuar la denuncia correspondiente ante el 

Ministerio Público federal respectivo; esta defensa de los intereses tributarios 

también se ha encomendado en el Distrito Federal a un procurador fiscal, de 

manera que al menos en los ordenamientos de mayor importancia en el país 

esta atribución histórica ya no corresponde al Ministerio Público. 

 

Luís Cabrera, propuso la reforma de la Constitución federal en todo lo 

que se refería a la composición del Poder Judicial y del Ministerio Público, en 

especial el artículo 102, de manera que se estableciera en dicho precepto 

fundamental que el jefe del Ministerio Público fuera designado por el Congreso 

de la Unión, otorgándosele la inamovilidad y la misma dignidad de los ministros 

de la Suprema Corte, ya que debía formar parte del alto tribunal y hacerse oír 

en sus sesiones, personalmente o por medio de delegados. 

 

En cuanto al Ministerio Público en su conjunto, según la opinión de Luís 

Cabrera, éste debía estimarse como una institución encargada exclusivamente 

de vigilar el cumplimiento estricto de la Constitución y de las leyes, y además 

como guardián de los derechos del hombre y de la sociedad y defensor de las 

garantías constitucionales, interviniendo en todos los asuntos federales de 

interés público y ejercitando las acciones penales con sujeción a la ley; para 

todo lo cual los miembros de la institución deberían ser independientes del 

departamento ejecutivo y su presupuesto comprendido dentro del 

correspondiente al Poder Judicial. 

 

Pero además, el distinguido jurista mexicano propuso que, con 

independencia del Ministerio Público, debería establecerse un abogado o 

procurador general de la nación, dependiente en forma directa del presidente 

de la República, con la categoría de secretario de Estado y con las funciones 

de representar a la federación en los juicios en que ésta fuera parte, y a las 

diversas dependencias del Ejecutivo cuando las mismas litigaran como actores 

o como demandados. También debería considerársele como el consejero 

jurídico del gobierno y el jefe natural de los departamentos jurídicos de las 

diversas dependencias administrativas, encabezando, además, un consejo que 
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